La sesión extraordinaria del 4 de diciembre de 2023 en el Consejo Permanente de la OEA comenzó con un tono solemne y expectante. El salón Simón Bolívar, con sus muros de madera oscura, brindaba un ambiente cargado de historia y simbolismo. El presidente de la sesión, con voz mesurada, declaró abierta la reunión bajo el mandato de considerar "los recientes acontecimientos que impactan la gobernabilidad democrática y el estado de derecho en Guatemala”.

En la sesión del 4 de diciembre de 2023, el ambiente en el Salón Simón Bolívar de la OEA estaba cargado de expectativa. Desde mi lugar, sentía la tensión flotar en el aire, palpable y espesa, mientras el presidente de la sesión abría los trabajos con un tono solemne. La convocatoria había sido clara: la situación en Guatemala exigía nuestra atención y, más aún, nuestra acción.

El secretario general de la OEA, Luis Almagro, fue el primero en intervenir. Su voz resonó en el salón, marcando un contraste con el murmullo previo. “Gracias, señor presidente, y tomando como referencia el último informe del 15 de noviembre de 2023, la judicialización de la política en Guatemala sigue siendo una constante inexplicable que afecta la transición que deberá conducir indefectiblemente al presidente electo Bernardo Arévalo y a la vicepresidenta electa Karina Herrera a tomar posesión de sus cargos el próximo 14 de enero de 2024.” Con estas palabras, Almagro delineó con precisión el problema central que nos convocaba: un proceso de transición democrático que, a pesar de su carácter inminente, se encontraba obstaculizado por una serie de acciones judiciales que parecían concebidas para revertir el mandato popular.

Mientras hablaba, trazaba un panorama sombrío de la situación. "El presidente electo y su compañera de fórmula, Karina Herrera, siguen enfrentando una carrera de obstáculos marcada por decisiones judiciales que atentan contra el mandato amplio que les otorgó la ciudadanía guatemalteca en las elecciones presidenciales del presente año. Las decisiones judiciales se interponen ante lo que fue el compromiso público del presidente Alejandro Giammattei de respetar el traspaso del poder el 14 de enero de 2024 a la fórmula presidencial electa." Almagro no se limitó a señalar la gravedad del problema; con la destreza de un orador experimentado, desglosó los hechos específicos que alimentaban la crisis. 

El caso de la "Toma de la USAC" fue uno de los ejemplos más contundentes. Almagro detalló cómo el 16 de noviembre, el Ministerio Público había solicitado el retiro de inmunidad contra Arévalo y Herrera, basándose en acusaciones que vinculaban al binomio presidencial electo con una supuesta asociación ilícita en torno a una protesta universitaria. “El fiscal Saúl Sánchez, jefe de la Fiscalía de Delitos contra el Patrimonio Cultural, dijo que ambos estaban involucrados en una supuesta asociación ilícita detrás de la toma de la Universidad de San Carlos, una protesta que se inició el 27 de abril de 2022 y se extendió hasta junio de 2023,” explicó. 

El secretario general continuó con una precisión que dejaba poco margen a dudas. “Hubo 27 órdenes de captura y 31 acciones judiciales. Posteriormente, y después de tres días de audiencia, el juez Víctor Cruz aceptó solo dos de los cuatro delitos y ligó a proceso a los seis detenidos por depredación del patrimonio cultural y usurpación.” Cada detalle relatado por Almagro pintaba un cuadro que mostraba un patrón de judicialización y persecución política, uno que erosionaba la legitimidad de las instituciones y desafiaba la democracia misma.

A medida que avanzaba en su intervención, Almagro también abordó la situación del Tribunal Supremo Electoral, relatando cómo los magistrados habían sido objeto de procesos judiciales que culminaron con el retiro de su inmunidad en un voto apresurado del Congreso. "Las acciones legales recientes no solo ponen en riesgo la estabilidad institucional, sino que socavan el propio fundamento del estado de derecho en Guatemala." Sus palabras eran un reproche directo a quienes, bajo el manto de la ley, intentaban alterar el curso de la democracia.

Mientras lo escuchaba, era evidente que Almagro no pretendía ser meramente descriptivo. Había en su discurso una carga de advertencia, un llamado urgente para que la comunidad interamericana no permaneciera en silencio. "Cuando lleguemos a la toma de posesión del presidente electo Bernardo Arévalo, los ciudadanos de Guatemala querrán más democracia," sentenció, dejando claro que la verdadera batalla no solo era por el traspaso de poder, sino por el respeto irrestricto a la voluntad popular. La transición no podía convertirse en una mera formalidad asediada por intereses oscuros; debía ser el reflejo inequívoco de un pueblo que había hablado a través de las urnas.

La intervención del secretario general fue mucho más que un recuento de hechos; fue una denuncia y un acto de reafirmación de los principios democráticos. Desde mi lugar en el salón, observaba cómo las palabras de Almagro provocaban reacciones diversas: algunos asentían con discreción, reconociendo la verdad en sus palabras, mientras que otros permanecían inmóviles, quizás incómodos ante la contundencia de la exposición. La línea divisoria se trazaba claramente en el salón, y no era difícil percibir dónde se encontraba cada quien.

Para mí, la intervención de Almagro marcó el inicio de un día de deliberaciones en el que la OEA se enfrentaba a su propia capacidad de actuar. La sesión del 4 de diciembre no era solo una reunión más; era un momento definitorio en el que la comunidad internacional debía posicionarse con firmeza para garantizar que la democracia en Guatemala no sucumbiera ante la manipulación judicial.

Tras la intervención de Almagro, la atmósfera en el Salón Simón Bolívar se tornó aún más densa. La intervención del representante de Estados Unidos, Frank Mora, irrumpió en el debate con la contundencia de una advertencia bien calculada. “Gracias, señor presidente,” comenzó con voz firme, “quisiera tomar unos minutos, como uno de los Estados miembros solicitantes de esta sesión de emergencia del Consejo Permanente.” Desde el inicio, quedó claro que Mora pretendía trazar una línea divisoria entre las acciones del gobierno guatemalteco y las expectativas de la comunidad internacional en cuanto al respeto de los principios democráticos.

Al señalar que "cualquier intento de despojar de inmunidad a altos funcionarios directamente involucrados en elecciones libres y justas abriría una Caja de Pandora," Mora evocaba un espectro de consecuencias históricas y políticas que el Consejo no podía ignorar. “No pasó mucho tiempo,” continuó, “antes de que el gobierno de Guatemala abriera, en cierto sentido, esa caja, y ahora entramos en una fase mucho más peligrosa en el proceso de transición electoral.” Sus palabras no eran simplemente una advertencia, sino una crítica directa a la aceleración de medidas judiciales que parecían estar dirigidas a desestabilizar la transición. 

Mora lanzó una acusación que resonó en la sala: “Las autoridades en Guatemala continúan escalando esta crisis tomando decisiones de su propia elección, a menudo en desafío del pueblo y de la voluntad del pueblo, así como en desafío a las declaraciones y resoluciones de este organismo.” La acusación de que el gobierno guatemalteco estaba actuando en abierta contradicción con las recomendaciones de la OEA y los llamados de la comunidad internacional marcó un punto de inflexión en la sesión. “Hemos visto esta película antes,” advirtió, “la historia está llena de ejemplos de países que han seguido un camino similar, y el camino a seguir es traicionero.” La comparación evocaba la memoria de otros episodios en América Latina en los que la manipulación judicial había servido para truncar procesos democráticos.

El representante estadounidense no dejó espacio para la ambigüedad cuando señaló la reciente decisión del Congreso guatemalteco de retirar la inmunidad a los magistrados del Tribunal Supremo Electoral. “Prácticamente mientras estábamos aquí discutiendo la resolución, bajo circunstancias altamente dudosas, el Congreso despojó de inmunidad a cuatro magistrados que desde entonces han huido del país,” reveló Mora. Esta declaración, cargada de ironía y desdén, subrayaba la gravedad de la situación y la rapidez con que los acontecimientos en Guatemala parecían deteriorarse.

“En nuestra resolución del 15 de noviembre, pedimos a todos los poderes del gobierno de Guatemala que cesaran sus actos de intimidación contra los funcionarios electorales y el partido Movimiento Semilla,” recordó Mora, acentuando el fracaso de las apelaciones previas. “Regrettably, our repeated entreaties under the Inter-American Democratic Charter have been not partially ignored, but completely ignored.” La frustración en su voz era evidente, y su mensaje fue claro: la paciencia se estaba agotando, y la OEA tendría que tomar medidas más severas para hacer cumplir la Carta Democrática Interamericana. Con un tono más conciliador, concluyó su intervención proponiendo la redacción de una nueva resolución que abordara la escalada en Guatemala. “Con la anuencia del presidente,” dijo, “circularemos ese texto tras esta reunión a todos los Estados miembros para su consideración y negociación.” La intervención de Mora dejó una sensación de urgencia y de un desafío aún mayor a las puertas del Consejo Permanente.

Apenas hubo tiempo para que las palabras de Mora se asentaran en la sala, cuando el presidente de la sesión anunció la proyección del video del canciller guatemalteco, Mario Búcaro. La imagen en la pantalla mostró al canciller con un semblante serio, casi desafiante, y su mensaje fue tan meticulosamente estructurado como predecible. “El gobierno de Guatemala expresa que el procedimiento que se llevó a cabo en el Congreso de la República responde a denuncias presentadas ante el Ministerio Público y a dos denuncias de la Contraloría General de Cuentas,” comenzó, buscando proyectar una imagen de legalidad y normalidad. 

Búcaro se esforzó por desviar la atención de las críticas internacionales y presentar los recientes acontecimientos como parte de un proceso institucional legítimo. Insistió en que la transición presidencial estaba desarrollándose "de manera pacífica y democrática, bajo la observación de la OEA," subrayando que hasta la fecha se habían instalado 19 oficinas y concretado 73 reuniones sectoriales con el equipo de transición del presidente electo, Bernardo Arévalo. Sin embargo, sus esfuerzos por tranquilizar a la audiencia se encontraron con un escepticismo latente en la sala. 

Al referirse al retiro de inmunidad de los magistrados del Tribunal Supremo Electoral, Búcaro minimizó las preocupaciones, señalando que se trataba de procedimientos administrativos y que no comprometían la integridad del proceso electoral. “Este procedimiento legal se encuentra previsto en el marco de las competencias que tienen las diferentes instituciones del Estado y recalco que no afecta el proceso electoral ni sus resultados,” afirmó, aunque su voz denotaba cierta rigidez, como si intentara controlar un malestar que crecía debajo de la superficie.

En la segunda parte de su intervención, Búcaro reiteró el compromiso del presidente Alejandro Giammattei con la transferencia de poder. “El Ministerio de Relaciones Exteriores ha enviado 71 invitaciones, incluyendo a jefes de Estado y de gobierno, para que asistan al acto de toma de posesión,” añadió, tratando de demostrar que los preparativos seguían adelante sin interrupciones. Sin embargo, para muchos en la sala, esta declaración sonó más a una formalidad que a una garantía genuina de estabilidad democrática.

La sesión continuaba, pero el video de Búcaro, lejos de calmar los ánimos, había dejado en el aire la sensación de que las palabras no eran suficientes para disipar las dudas. Mientras el presidente de la sesión abría nuevamente el espacio a los delegados, la tensión en la sala era evidente, y las posturas encontradas empezaban a delinear un debate que, a todas luces, prometía ser largo y complejo.

Al escuchar las palabras del canciller Búcaro en la pantalla, no pude evitar sentir una mezcla de frustración y resignación. Ya me había acostumbrado al discurso de no intervención en los asuntos internos, esa constante apelación a la soberanía que surgía siempre en situaciones críticas como un recurso predecible. Era un argumento que sonaba cada vez más vacío, especialmente cuando se utilizaba para esquivar la verdadera cuestión: las serias dificultades que ciertas instancias de la justicia guatemalteca generaban con su proceder. Era un juego de sombras, un intento deliberado por restar importancia a los hechos, presentando el proceso institucional en Guatemala como un curso legítimo y legal, mientras que las señales de alarma seguían encendiéndose en la realidad. 

La intervención de Búcaro, aunque cuidadosamente estructurada, tenía ese tono habitual de defensa a ultranza del orgullo nacional, donde se resaltaban los logros superficiales y se minimizaban las profundas grietas que amenazaban con derrumbar el proceso democrático. "El gobierno de Guatemala ha participado de manera transparente en todas las sesiones convocadas por el Consejo Permanente," decía el canciller, como si eso fuera suficiente para disipar las preocupaciones. Sabía que detrás de esas palabras había una intención clara: proyectar la imagen de un Estado que cumplía con las formas y las formalidades, sin admitir los desafíos, los errores y las malas decisiones que se habían acumulado en los últimos meses. 

Era frustrante, y hasta cierto punto, indigno. Comprendo, por supuesto, que los representantes busquen proteger la imagen de sus Estados, resguardar a sus superiores e incluso arrojar luz sobre los aspectos más luminosos de su gestión mientras dejan de lado las dificultades. Es una práctica común en la diplomacia, un reflejo del orgullo nacional. Sin embargo, lo que esto realmente denota es la falta de madurez política, una ausencia de humildad y disposición para reconocer las fallas y reorientar el rumbo. Es el fenómeno que yo llamo el "complejo de avestruz," esa tendencia de esconder la cabeza en la tierra y esperar que las tormentas pasen por sí solas. 

Lo cierto es que todos nuestros países, en algún momento, hemos adoptado posiciones de este tipo, evitando enfrentar las realidades incómodas con la esperanza de que se desvanezcan por sí mismas. Pero la historia nos ha enseñado que esa postura nunca conduce a nada bueno. En lugar de fortalecer la posición de un país, la debilita, porque muestra una incapacidad para adaptarse y corregir el rumbo cuando es necesario. Escuchar al canciller insistir en que “el procedimiento legal no afecta el proceso electoral ni sus resultados” cuando era evidente que las acciones del Congreso y del Ministerio Público ponían en riesgo la transición, solo subrayaba la desconexión entre el discurso oficial y la realidad. 

Era difícil no sentirse indignado al escuchar una defensa tan cerrada de lo que, a todas luces, eran movimientos destinados a obstruir la voluntad popular. Mientras las palabras del canciller se apagaban en la sala, quedaba la sensación de que Guatemala, o al menos su gobierno, prefería aferrarse a la narrativa de la soberanía y la no intervención antes que enfrentar los problemas de frente. Y eso, para mí, no era otra cosa que una oportunidad desperdiciada, una demostración de cómo el orgullo mal entendido puede convertirse en un obstáculo insalvable para el progreso democrático.

Después de las intervenciones del canciller Búcaro y del representante de Estados Unidos, Frank Mora, la embajadora de Guatemala ante la OEA, Rita Claverie de Scioli, solicitó la palabra. La tensión se mantenía latente en el ambiente, y las palabras de la embajadora buscaron puntualizar lo que consideraba un procedimiento inadecuado tras la intervención de Mora. Con voz diplomática pero firme, se dirigió al presidente de la sesión para aclarar su posición.

"Nuevamente, Guatemala desea agregar algo," comenzó Claverie, con la precisión característica de los diplomáticos experimentados. "Embajador presidente, una sola observación, y es que evidentemente, cuando usted se refirió a que se hiciera una presentación o una explicación de los motivos que fundamentan la solicitud para que se convocara este consejo, en ese momento no se tenía conocimiento de que se anunciaría un proyecto de resolución, lo cual el señor canciller de la República no tuvo conocimiento cuando grabó este video."

La embajadora buscaba, de manera deliberada, cuestionar el cambio de circunstancias con respecto a lo que Guatemala consideraba los términos originales de la sesión. Su intervención dejaba entrever que el gobierno se había sentido tomado por sorpresa o, al menos, excluido del proceso de redacción del borrador de resolución anunciado por Mora. Al insistir en que "como estado concernido, no fuimos parte de la elaboración de ese documento y dejo constancia," Claverie pretendía reforzar la narrativa de que Guatemala no había sido adecuadamente consultada, sugiriendo una falta de transparencia en las deliberaciones que llevaron a la convocatoria de la sesión.

El presidente de la sesión, reconociendo la inquietud expresada, respondió con tono conciliador. "El representante de los Estados Unidos indicó que han redactado una resolución que presentarán al Consejo Permanente, pero aún no lo han hecho, y ciertamente el presidente no ha recibido formalmente ninguna resolución de los países proponentes, aunque el embajador Mora ha dado aviso de que claramente tiene la intención de hacerlo." Intentó con estas palabras reducir la tensión, reafirmando que el proceso debía seguir un cauce formal y que, en caso de presentarse la resolución, esta sería distribuida de inmediato a todos los Estados miembros.

La intervención de Claverie parecía más una estrategia para ganar tiempo y enfatizar los aspectos procedimentales, buscando desviar la atención de las críticas sustanciales planteadas por Mora y otros delegados sobre la situación en Guatemala. La embajadora se mantuvo sentada en su lugar mientras hablaba, al igual que todos los presentes en la sala; nadie se levantaba ni tenía que desplazarse, pues la formalidad de la sesión se llevaba con rigor. Al concluir sus palabras, la sensación en la sala era de que el gobierno guatemalteco continuaba aferrándose a cuestiones de forma en lugar de abordar el fondo del problema, refugiándose una vez más en el argumento de la soberanía para esquivar las preocupaciones internacionales.


Sebastián Kraljevich no era un diplomático convencional. Su formación y vasta experiencia lo habían dotado de una perspectiva única que resonaba en sus intervenciones. Licenciado en sociología de la Universidad de Chile y con un máster en gestión política de la Universidad George Washington, Kraljevich no solo conocía de diplomacia y derecho internacional, sino también de la dinámica social y los complejos procesos políticos que moldean a las sociedades. Su carrera había sido diversa: había dirigido e integrado equipos multidisciplinarios en distintos países del continente americano, diseñando e implementando estrategias de comunicación para candidatos, gobiernos, organizaciones de la sociedad civil, partidos políticos y empresas. Además, su experiencia como profesor en instituciones de renombre, desde la Cátedra Unesco y la UNAM de México hasta la Pontificia Universidad Católica de Chile, donde ha enseñado en el magíster de ciencia política, le brindaba un enfoque que siempre buscaba conectar la teoría con la praxis, el ideal democrático con la realidad.

Esa combinación de formación académica y experiencia en el campo de la gestión política le confería una visión aguda sobre la importancia de la transparencia y la legitimidad en los procesos electorales. Para él, la crisis en Guatemala no solo era un desafío diplomático, sino un síntoma de un problema más profundo que afectaba la calidad de la democracia en la región. Desde ese trasfondo, Kraljevich no podía quedarse en lo superficial; su enfoque lo llevaba a indagar en las raíces de los problemas, a buscar la verdad detrás de las apariencias y a exigir la rendición de cuentas de las autoridades.

Cuando tomó la palabra en esa sesión, su intervención reflejó precisamente esa mezcla de agudeza analítica y convicción política. “El artículo primero de la Carta Democrática Interamericana señala que los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla,” comenzó, estableciendo desde el inicio un vínculo claro entre la normativa interamericana y la crisis que nos ocupaba. Luego lanzó la pregunta que se dirigía directamente a los representantes en la sala: “La pregunta que hoy nos marca la historia, presidente, es: ¿Qué vamos a hacer en esta sala quienes representamos a cada uno de los gobiernos de América para defender ese derecho que hoy, en nuestros países hermanos, está bajo tensión?” La cuestión no era retórica, sino una convocatoria a la responsabilidad colectiva. Para Kraljevich, la política no era solo un ejercicio de persuasión o estrategia; era la herramienta para defender derechos fundamentales.

A continuación, el embajador de Chile se adentró en los hechos concretos que daban forma a la crisis en Guatemala. En su estilo característico, no se limitó a exponer los eventos recientes, sino que los contextualizó en el marco de la legitimidad democrática. "Vamos a los hechos y a lo que en esta misma sala hemos acordado. El hecho rotundo: el 20 de agosto de 2023, el pueblo de Guatemala ejerció la soberanía eligiendo con el 60.9% de los votos al binomio de Bernardo Arévalo y Karin Herrera como presidente y vicepresidenta de Guatemala para el periodo 2024-2028." Recordó que, once días después de esa manifestación de la voluntad popular, el Consejo había expresado por unanimidad su preocupación ante la "judicialización del proceso" y las acciones que minaban la estabilidad democrática.

Con voz firme y segura, Kraljevich subrayó la gravedad de la situación al enumerar los hechos más alarmantes: “Desde el 1 de septiembre, se ha allanado la sede del Tribunal Supremo Electoral y se han decomisado las actas que contienen nada más ni nada menos que la voluntad soberana del pueblo de Guatemala.” A esto añadió que el Ministerio Público había solicitado el retiro de inmunidad del presidente electo y la vicepresidenta electa para judicializar sus opiniones sobre las protestas universitarias. Finalmente, mencionó el desafuero de medianoche de los magistrados del Tribunal Supremo Electoral, quienes se habían visto forzados a abandonar el país.

Estos ejemplos no eran meras anécdotas; representaban una serie de ataques sistemáticos contra la estructura democrática de Guatemala. “Estos tres hechos, y podríamos nombrar tantos otros, ocurrieron después de que, por unanimidad, este consejo declarara su preocupación por los derechos civiles y políticos del pueblo guatemalteco,” dijo, subrayando que los problemas se habían intensificado en lugar de resolverse. Para Kraljevich, esto no era solo un fracaso de las instituciones guatemaltecas, sino también un reto directo a la credibilidad de la OEA y de todos los que, desde sus asientos, se consideraban defensores de la democracia.

Al cerrar su intervención, volvió a la esencia de la Carta Democrática, recordando el deber que todos compartíamos en la sala. “Volvamos a donde empezamos, presidente: la Carta Democrática. Porque la pregunta que nos toca responder ahora, en estos días, como representantes de nuestros gobiernos, es: ¿Qué vamos a hacer para que los pueblos de América tengan derecho a la democracia? ¿Y qué van a hacer nuestros gobiernos con la obligación de promoverla y defenderla?” Era un llamado a la acción que resonaba con fuerza, un recordatorio de que la democracia no se defiende solo con palabras, sino con decisiones valientes y acciones concretas.

A medida que el silencio se instalaba en la sala tras sus palabras, todos seguíamos sentados, reflexionando sobre la gravedad de lo que estaba en juego. Kraljevich no solo había planteado una serie de hechos y preocupaciones; había desafiado a la comunidad interamericana a estar a la altura de sus propios principios.

Inmediatamente después de la intervención del embajador Kraljevich, la embajadora de Costa Rica, Alejandra Solano Cabalcete, tomó la palabra con la determinación que caracteriza a su país en los foros internacionales. “Señor presidente, gracias. Buenas tardes a todos,” inició, dirigiéndose a la audiencia con un tono que equilibraba cortesía y urgencia. La embajadora destacó la alta importancia que Costa Rica, junto con los demás Estados miembros de la OEA, otorgaba a la misión fundamental de la organización: “fomentar la paz y la seguridad en el continente, así como promover y consolidar la democracia.”

Su intervención se centró en los "preocupantes acontecimientos" que habían sacudido a Guatemala en las últimas semanas, los cuales, según Solano Cabalcete, "sin duda, amenazan la estabilidad democrática en la región.” Explicó que, debido a la gravedad de la situación, Costa Rica se había unido al llamado de convocar esta sesión extraordinaria junto con las delegaciones de Chile, Estados Unidos, Uruguay y la República Dominicana. La embajadora hizo énfasis en que el retiro de la inmunidad a los cuatro magistrados del Tribunal Supremo Electoral era una señal de alerta que debía ser atendida de inmediato por la comunidad internacional.

Solano Cabalcete fue directa al expresar que estas acciones del Congreso guatemalteco “parecen contradecir los principios consagrados en la Carta Democrática Interamericana y representan un serio obstáculo para la gobernabilidad democrática y el Estado de derecho en Guatemala.” Señaló que la vulneración de la inmunidad de los magistrados no solo afectaba a las personas involucradas, sino que "socava la voluntad del pueblo" y ponía en riesgo la integridad de los resultados de las elecciones presidenciales de junio y agosto de 2023. Sus palabras eran claras: no se trataba solo de actos cuestionables en el ámbito legal, sino de una violación abierta de los principios democráticos que todos los Estados miembros de la OEA habían jurado proteger.

La embajadora continuó con un llamado a la acción, invocando la autoridad de la Carta Democrática Interamericana. “Solicitamos una acción inmediata de este Consejo Permanente,” insistió, enfatizando la necesidad de evaluar colectivamente la situación en Guatemala. “Como lo han comentado algunos de los representantes permanentes que han hablado antes de mi delegación, consideramos que es imperativo que se evalúe colectivamente la situación y que tomemos las decisiones necesarias para contribuir a preservar y consolidar el sistema democrático en Guatemala.”

En sus palabras se percibía la urgencia de detener lo que describió como "actos contrarios a la legalidad que socavan la transferencia pacífica y democrática de poderes.” Solano Cabalcete no dejó espacio para la ambigüedad: “La continuidad de estos actos es inaceptable y debe detenerse de una vez por todas.” Su mensaje era un llamado inequívoco a la responsabilidad colectiva; instaba a los miembros del Consejo Permanente a actuar "conforme a los principios e instrumentos que ya existen a nuestro haber en defensa de la democracia, la paz y la estabilidad en nuestra región.”

El eco de su intervención resonó en la sala, subrayando la gravedad de la crisis y la necesidad de una respuesta firme y decidida. Todos permanecíamos sentados, inmersos en el peso de sus palabras, conscientes de que la sesión se estaba convirtiendo en un punto de inflexión para el Consejo. La embajadora de Costa Rica, con su llamado urgente a la acción, nos había recordado que la defensa de la democracia no admite vacilaciones, y que el momento de actuar era ahora.

El siguiente en intervenir fue el embajador de Canadá, Stuart Savage, quien, al tomar la palabra, adoptó un tono solemne que reflejaba la seriedad del momento. Comenzó agradeciendo a las delegaciones de Chile, Costa Rica, la República Dominicana, Uruguay y Estados Unidos por convocar la sesión extraordinaria, aunque lamentó profundamente las razones que nos habían llevado a reunirnos. "Nos reunimos nuevamente a la luz de la deterioración desafortunada e inquietante del Estado de derecho en Guatemala," afirmó, y con esa frase inicial estableció el tono crítico de su intervención. "Uno se pregunta cómo hemos llegado a este punto de inflexión en tan poco tiempo," añadió, dejando claro que lo ocurrido en las últimas semanas había sido una desviación abrupta y alarmante del curso democrático.

Savage recordó que durante las dos vueltas de las elecciones de 2023 en Guatemala, las misiones de observación electoral tanto de la OEA como de la Unión Europea concluyeron que los comicios habían sido "libres y justos." Esto, según el embajador, demostraba el compromiso del pueblo guatemalteco con la democracia y su deseo de cambio. “Canadá apoya las conclusiones claras de la misión, según las cuales no se observó absolutamente ninguna fraude durante ambas vueltas,” subrayó, dejando en evidencia la legitimidad del proceso electoral, en contraste con los ataques y la manipulación que habían surgido después.

El embajador prosiguió con una descripción de lo que calificó como "el creciente desespero de intereses oscuros," que, temerosos de perder su inmunidad de facto, habían intensificado los ataques contra el proceso electoral, el presidente electo Bernardo Arévalo, su equipo y las instituciones democráticas. “Hemos sido testigos de acusaciones falsas y de injerencias inconstitucionales en el proceso electoral,” afirmó, y también denunció "una interpretación abusiva de la ley con fines de persecución política, un desprecio flagrante por las personas y la libertad de expresión." Savage no se anduvo con rodeos: sus palabras apuntaban directamente al Ministerio Público y a otros actores que, según señaló, estaban actuando en colusión para obstaculizar la transición democrática.

“La Secretaría de la OEA ha advertido que las decisiones del Ministerio Público constituyen acciones de naturaleza política que distorsionan el proceso electoral,” continuó, citando los informes y resoluciones previas del Consejo Permanente, que habían llamado a cesar la intimidación contra el partido Movimiento Semilla y los funcionarios electos. Sin embargo, el embajador de Canadá lamentó que estas advertencias y resoluciones parecieran haber sido ignoradas deliberadamente. “A pesar de las repetidas discusiones en este consejo, la adopción de declaraciones y resoluciones que buscaban un enfoque progresivo para apoyar la transición democrática, los actores en Guatemala han continuado manipulando el orden constitucional para socavar los genuinos principios democráticos de gobernanza,” expresó con preocupación.

Savage también hizo referencia a las advertencias de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que había incluido a Guatemala en el capítulo 4B de sus informes anuales de 2021 y 2022, debido a la erosión del sistema de control y equilibrio de las instituciones del Estado. Subrayó que esta inclusión no era casualidad, sino un reflejo de problemas sistémicos que estaban afectando la estabilidad democrática del país. Mencionó las recientes redadas y órdenes de arresto contra líderes estudiantiles y participantes en la ocupación de la Universidad de San Carlos como ejemplos de la criminalización de la protesta social.

“La semana pasada, vimos, nuevamente según todos los informes, lo que parecía ser una clara colusión entre actores corruptos y miembros del Congreso para acelerar la aprobación de un presupuesto que socava aún más la capacidad del próximo gobierno para gobernar y cumplir con el pueblo guatemalteco,” denunció, añadiendo que esta maniobra también había incluido la eliminación de la inmunidad de los magistrados del Tribunal Supremo Electoral.

Al cerrar su intervención, Savage dejó un mensaje contundente y un desafío implícito: “Nosotros, la comunidad internacional, tenemos la responsabilidad de apoyarlos en su lucha por la democracia. Su elección debe ser respetada, y el presidente electo debe ser permitido tomar posesión libre de cualquier esfuerzo adicional por socavar su posición, su partido o el proceso democrático que lo llevó a la victoria.” La intervención del embajador de Canadá fue, sin duda, una llamada de atención, y sus palabras resonaron en la sala como un recordatorio de que los principios democráticos no solo se proclaman, sino que también deben defenderse activamente.

Todos los presentes permanecíamos sentados, asimilando las implicaciones de lo dicho. La situación en Guatemala no era un problema local, sino un desafío regional que ponía a prueba nuestra capacidad para actuar con decisión y proteger los valores que compartimos en la OEA. El mensaje de Savage no solo estaba dirigido a los responsables de la crisis en Guatemala, sino también a todos nosotros, exigiendo una respuesta que fuera más allá de las palabras y las resoluciones.

El embajador de Uruguay, Washington Abdala, conocido familiarmente como "El Turquito," aportó a la sesión un estilo característico, directo y coloquial, que contrastaba con la solemnidad habitual del Consejo. Su intervención comenzó con un agradecimiento al presidente de la sesión, pero rápidamente pasó a lo que consideraba el núcleo del problema en Guatemala: una "acumulación de circunstancias" que había llevado al Consejo Permanente a reunirse en múltiples ocasiones en los últimos meses para abordar la situación. "Estamos todos procurando contribuir con un arranque el 14 de enero a las 14 horas de manera efectiva," afirmó, subrayando la importancia de la transferencia de poder como un punto crucial para el futuro democrático del país.

Abdala se refirió a la preocupación que muchos sentían en la sala, una inquietud que se reflejaba en las numerosas sesiones y resoluciones que habían abordado la crisis guatemalteca. "Eso está reflejando un grado de inquietud, de preocupación. Vamos a calificarlo de la manera más suave, de cierta anomalía," dijo, sugiriendo que el hecho de que el Consejo hubiera discutido la situación en tantas ocasiones indicaba que la normalidad democrática en Guatemala estaba, como mínimo, alterada.

Al describir la situación de los magistrados del Tribunal Supremo Electoral que habían huido del país tras el desafuero, el embajador uruguayo no dudó en expresar su preocupación por el papel del Ministerio Público. "Nos preocupa cuando los ministerios públicos se desbordan e ingresan en un protagonismo que afecta el funcionamiento del Estado de derecho," afirmó, y citó las palabras del presidente electo, Bernardo Arévalo, quien en redes sociales había denunciado las acciones recientes del Congreso como un atropello que "pisoteaba la dignidad de la nación." Abdala señaló que estas palabras resonaban con la obra de Montesquieu, quien había articulado los principios de la separación de poderes en "El espíritu de las leyes."

El embajador continuó destacando la discrepancia entre las declaraciones del canciller de Guatemala, quien buscaba transmitir tranquilidad, y las preocupaciones expresadas por el propio Arévalo. "A ver, ¿por qué el presidente Arévalo está tan preocupado y se manifiesta como se manifiesta? ¿Y por qué el canciller nos suministra una dosis de tranquilidad? ¿A quién le tenemos que creer más, pregunto?" Con su estilo característico, dejó la respuesta en el aire, insinuando que aunque tenía su opinión, prefería mantenerla en reserva. Era una forma sutil de cuestionar la versión oficial del gobierno guatemalteco sin hacer una acusación directa.

Abdala también señaló la persistente inestabilidad que rodeaba el proceso electoral y la próxima toma de posesión de Arévalo. "El 14 de enero a las 14 horas, un presidente no puede ingresar sitiado. No puede ingresar un presidente con 23 diputados de 160 y con la tribuna en contra," afirmó, describiendo las dificultades que enfrentaría el nuevo gobierno si la situación actual persistía. Además, mencionó las recientes manifestaciones de las autoridades ancestrales y el comunicado de Arévalo criticando el presupuesto aprobado por el Congreso, lo que, según Abdala, evidenciaba un conflicto latente y continuo.

El embajador no se limitó a describir la situación; también advirtió sobre los riesgos para la calidad democrática en el contexto actual. "En los nuevos tiempos, donde se decoloran las calidades democráticas, ya no es como en el pasado, que era una cosa tan nítida. Muchas veces, estas oscuridades irrumpen de manera no santa, van gradualmente perforando el sistema," expresó, sugiriendo que las amenazas a la democracia en Guatemala no eran explícitas, sino sutiles y progresivas, erosionando lentamente las instituciones.

Al concluir, Abdala enfatizó la necesidad de esperar los próximos pasos, especialmente el informe de la Secretaría General, antes de tomar nuevas decisiones. "Hagamos lo que tenemos que hacer. Esperemos el informe de la Secretaría General, esperemos los próximos días qué es lo que pasa y veamos qué es lo que corresponde hacer para ayudar, para contribuir, para seguir sosteniendo la democracia en Guatemala." Su intervención, aunque marcada por un tono coloquial, era un claro llamado a la acción prudente y medida, reconociendo la gravedad del momento sin perder de vista la necesidad de soluciones concretas y efectivas.

Mientras él hablaba, todos los presentes en la sala permanecíamos sentados, atentos al tono peculiar de Abdala, quien con su estilo único lograba transmitir un mensaje de advertencia y esperanza, recordándonos que la situación en Guatemala requería no solo de retórica, sino de un compromiso genuino para restaurar la democracia y garantizar la estabilidad del país.

El siguiente en intervenir fue el embajador de Honduras, Roberto Quesada, quien, en nombre del gobierno de la presidenta Xiomara Castro, ofreció una perspectiva que combinaba la defensa de la no injerencia con la advertencia sobre los peligros que acechaban a la democracia en Guatemala. “El gobierno de nuestra presidenta Xiomara Castro tiene por principio la no injerencia, la no intervención y respeto a la soberanía,” comenzó Quesada, subrayando la postura de su país de no señalar al gobierno guatemalteco directamente. Sin embargo, dejó en claro que Guatemala debía mirar el espejo de la historia reciente de Honduras para entender los riesgos que enfrentaba.

Quesada evocó el golpe de Estado de junio de 2009 en Honduras, cuando el presidente José Manuel Zelaya Rosales fue derrocado. “Eso no solo afectaría al pueblo de Guatemala,” advirtió, “sino que también a los países vecinos.” Con estas palabras, buscaba enfatizar que las consecuencias de una crisis política en Guatemala no se limitarían a sus fronteras; tendrían un impacto regional, exacerbando la inestabilidad en América Central y alimentando la crisis migratoria que ya afecta a países como México y Estados Unidos.

El embajador no escatimó en destacar las similitudes entre la situación de Honduras y la de Guatemala, sugiriendo que el ascenso de un partido alternativo al poder en Guatemala podría haber provocado un temor similar al que enfrentó el gobierno de Castro al asumir el cargo. “El gobierno de la presidenta Xiomara Castro, que no ha cumplido dos años, ha sido y es víctima de todo tipo de ataques,” afirmó, sugiriendo que la resistencia que enfrentan Arévalo y su movimiento en Guatemala podría estar motivada por el miedo de aquellos que tradicionalmente habían controlado el poder y que ahora temen perder sus privilegios. “Puede ser que eso esté ocurriendo en Guatemala, que, al haber un partido alternativo que gana, temen los que antes tenían todo para taparse unos a otros, seguir la corrupción, seguir la violación de los derechos humanos.”

Quesada continuó explicando cómo en Honduras, a pesar de los esfuerzos por combatir la corrupción y el narcotráfico, las estructuras criminales no habían sido completamente desmanteladas. Utilizó esto para ilustrar la dificultad que enfrenta cualquier gobierno que busca el cambio en un entorno adverso. “Desde que llegó la presidenta Xiomara Castro, empezaron el mismo día a boicotear, ahora conspiran,” señaló, advirtiendo que en Guatemala podría ocurrir algo similar si los grupos de poder tradicionales continuaban obstruyendo la transición.

El embajador también ofreció una esperanza para Guatemala, expresando su deseo de que el presidente electo Bernardo Arévalo y la vicepresidenta Karin Herrera asuman el 14 de enero de 2024 de manera “pacífica, ordenada y democrática.” Instó a los líderes guatemaltecos a seguir el ejemplo de transiciones recientes en países como Ecuador y Argentina, donde, según él, se había respetado la voluntad popular y se había logrado una transferencia de poder pacífica. “Yo creo que ese es otro buen espejo para que Guatemala no vaya por el camino del deterioro, del cual no se sale fácilmente,” enfatizó, advirtiendo sobre los peligros de desviarse del curso democrático.

Casi al final de su intervención, Quesada hizo un llamado a que Guatemala se apegue a su Constitución y respete el mandato del presidente electo Arévalo. “Cuando un presidente como Arévalo ganó con esa mayoría abrumadora, lo que hay que hacer es darle el paso al ganador. Y solamente,” concluyó, con un mensaje claro de que la voluntad del pueblo debía prevalecer sobre cualquier intento de obstrucción o manipulación del proceso electoral.

Su intervención fue un recordatorio tanto de los peligros que acechan a las democracias jóvenes en la región como de la importancia de respetar la soberanía y la legalidad. Desde su asiento, Quesada ofreció una mezcla de advertencia y esperanza, destacando que los errores del pasado no deben repetirse y que la comunidad internacional debía permanecer vigilante para evitar que Guatemala cayera en la misma espiral de inestabilidad que había golpeado a Honduras años atrás.

El embajador de Bolivia, Héctor Arce Zaconeta, intervino con un tono serio y enfático, señalando desde el inicio la preocupación de su país ante los acontecimientos en Guatemala. “La delegación del Estado Plurinacional de Bolivia agradece la convocatoria de este nuevo Consejo Permanente sobre la situación de Guatemala y ratifica su profunda preocupación por los nuevos hechos de acoso y hostigamiento,” expresó, refiriéndose a la creciente presión sobre las autoridades electorales. Para el representante boliviano, estos hechos formaban parte de "una cadena aparentemente interminable de actos destinados a impedir, entorpecer y menoscabar" la toma de posesión del presidente electo Bernardo Arévalo y de la vicepresidenta Karin Herrera.

Arce Zaconeta se refirió a la marcha masiva de los pueblos indígenas en Guatemala, quienes, acompañados de sus autoridades ancestrales, protestaban contra lo que consideraban actos antidemocráticos destinados a socavar la voluntad popular. El embajador destacó que "la Cámara de Diputados, con mayoría oficialista, haya votado a favor del retiro de la inmunidad de los cuatro magistrados del Tribunal Supremo Electoral," lo cual, según él, elevaba la incertidumbre política. Señaló que esta acción podría ser parte de un plan para impedir la asunción del mando por parte del presidente electo y hasta sentar las bases para un golpe de Estado en el futuro.

La crítica de Bolivia se centró especialmente en las maniobras de la fiscalía guatemalteca, las cuales, según Arce Zaconeta, habían sido observadas y criticadas en repetidas ocasiones por el Consejo Permanente. Denunció las acciones del Ministerio Público como "un ostensible afán desestabilizador de la clara e inequívoca victoria" de Arévalo, lo que incluyó las redadas y allanamientos en las oficinas del Tribunal Supremo Electoral.

Con un tono solemne, el embajador estableció la posición de Bolivia ante el Consejo:

**Primero**, manifestó la solidaridad de su gobierno con los pueblos indígenas de Guatemala, quienes se habían pronunciado en asamblea permanente para continuar en "resistencia ancestral" contra las acciones políticas que amenazaban la estabilidad democrática.

**Segundo**, expresó un "absoluto rechazo" al levantamiento de las inmunidades de los magistrados del Tribunal Supremo Electoral, calificándolo como un acto de intimidación encubierto destinado a alterar la transmisión de mando y el futuro gobierno de Arévalo.

**Tercero**, reiteró la preocupación por la suspensión de la personería jurídica del Movimiento Semilla. Para Arce Zaconeta, la eliminación de la entidad política que había respaldado al presidente electo socavaba las bases del sistema democrático, amenazando con destruir un gobierno forjado en las urnas por una amplia mayoría.

Finalmente, propuso que, si persistían los actos conspirativos, se considerara la conformación de una comisión especial del Consejo Permanente para realizar una visita in situ, autorizada por el gobierno de Guatemala, con el fin de garantizar una "adecuada y pacífica" transición de mando. Esta comisión, sugirió, podría interponer sus buenos oficios para salvaguardar la democracia y el Estado de derecho, siempre en el marco del principio de no intervención y la Carta Democrática Interamericana.

La intervención de Arce Zaconeta no dejó espacio a la duda sobre la gravedad de la crisis en Guatemala, presentando un llamado contundente a la acción. Mientras hablaba, todos permanecíamos sentados, conscientes de que sus palabras eran un eco de las preocupaciones que se repetían en cada intervención: la necesidad urgente de proteger la democracia y evitar una regresión autoritaria. El mensaje de Bolivia resonaba como una advertencia y una oferta de apoyo, enfatizando que la comunidad internacional no debía permanecer indiferente ante los peligros que se cernían sobre la institucionalidad en Guatemala.

El embajador de Argentina, Carlos Raimundi, tomó la palabra con un tono que oscilaba entre la ironía y la seriedad, captando de inmediato la atención de los presentes. "En un primer momento había pensado leer la definición del diccionario de la Real Academia Española de la palabra 'cinismo'," comenzó, dejando en el aire una crítica implícita hacia las autoridades guatemaltecas. Sin embargo, añadió que optaba por una expresión más moderada, subrayando la disonancia que percibía entre las declaraciones oficiales y la realidad en el terreno. "Sinceramente, pocas veces he visto, hemos visto en este Consejo, una diferencia tan abismal entre los dichos por las autoridades de un país respecto de la verdad y respecto de las cosas que verdaderamente acontecen," afirmó, sugiriendo que si la situación en Guatemala no fuera tan grave, no habría sido necesario convocar tantas sesiones del Consejo para abordarla.

Raimundi destacó que la razón detrás de las reiteradas reuniones era la "distancia entre las declaraciones políticas y el desarrollo de los acontecimientos." Este comentario apuntaba directamente a la falta de coherencia entre el discurso del gobierno guatemalteco y los hechos documentados por la comunidad internacional y las organizaciones de derechos humanos. Su insinuación sobre la definición de "cinismo" no fue más que una forma velada de expresar la frustración acumulada por la falta de progreso hacia una resolución concreta de la crisis.

El embajador argentino propuso tres acciones concretas para avanzar en la situación. En primer lugar, sugirió que se acompañaran las gestiones del Consejo Permanente con un "llamado a las Naciones Unidas, a otras organizaciones internacionales y a líderes democráticos de la región" para que respalden la legitimidad del proceso de transición y la asunción del nuevo presidente de Guatemala. Para Raimundi, era fundamental que la comunidad internacional actuara de manera coordinada para garantizar la protección de la democracia en el país.

En segundo lugar, planteó la posibilidad de realizar una invitación al presidente electo, Bernardo Arévalo, para asistir a una sesión protocolar del Consejo Permanente antes de su toma de posesión el 14 de enero. Raimundi sugirió que se explorara el reglamento del Consejo para verificar si había precedentes o disposiciones que respaldaran tal invitación, lo cual, según él, otorgaría al presidente electo el reconocimiento formal que merecía y que legítimamente le correspondía.

La propuesta del embajador Raimundi de invitar al presidente electo Bernardo Arévalo a una sesión protocolar del Consejo Permanente no era una idea nueva en el seno de la organización. Días antes, en una reunión privada, yo mismo había planteado esta posibilidad, recordando los precedentes de líderes como René Préval, Carlos Menem y Fernando Collor de Mello, quienes, en momentos históricos cruciales, recibieron la distinción de ser acogidos en sesiones protocolarias del Consejo como jefes de Estado antes de asumir formalmente el cargo. La ocasión de su recepción no solo fue un gesto simbólico de reconocimiento, sino también un respaldo claro a la legitimidad de sus mandatos y un mensaje de compromiso de la comunidad internacional con la estabilidad y la democracia en sus respectivos países. La coyuntura en Guatemala merecía un tratamiento similar, dada la necesidad de garantizar que el proceso de transición ocurriera sin obstáculos y con el pleno respaldo de la OEA, reconociendo a Arévalo como el líder legítimo que el pueblo había elegido.

Con estas propuestas, Raimundi no solo apuntaba a la necesidad de medidas concretas, sino también a la importancia de mostrar un frente unido y contundente por parte de la comunidad internacional. Su intervención, aunque breve, fue directa y mordaz, recordándonos que las palabras deben estar acompañadas de acciones decididas para proteger la legitimidad democrática.

Todos en la sala permanecíamos atentos, conscientes de que el embajador argentino, con su aguda crítica y propuestas claras, había logrado canalizar el sentir de muchos en el Consejo. Raimundi dejó en claro que la situación en Guatemala requería una respuesta firme y coordinada, no solo desde la OEA, sino con el apoyo de actores globales, para garantizar una transición pacífica y legítima que no se viera empañada por maniobras políticas o judiciales que distorsionaran la voluntad popular.

El delegado de Colombia tomó la palabra con un discurso claro y enfático, recordando al Consejo el momento crucial que enfrentaba Guatemala. Comenzó citando al secretario general de la OEA, quien el primero de septiembre había lanzado una advertencia coherente con la Carta Democrática, señalando que "El éxito de la democracia en Guatemala depende claramente de que el presidente electo Bernardo Arévalo asuma el poder el próximo 14 de enero. Cualquier otra opción no es de recibo." Al hacer referencia a estas palabras, el delegado subrayaba que las circunstancias actuales en Guatemala representaban un peligro real para el orden constitucional y la estabilidad democrática.

El delegado colombiano hizo un repaso de los acontecimientos más recientes que habían agravado la crisis, incluyendo "la solicitud de retiro de la inmunidad del binomio presidencial, la suspensión del partido Semilla, el exilio de tres de los magistrados del Tribunal Supremo Electoral," y la creciente incertidumbre en torno al respeto a los resultados electorales. Esta enumeración de hechos evidenciaba un patrón continuo de medidas que buscaban obstaculizar el proceso de transición.

Subrayó que la comunidad internacional, incluyendo a la OEA y a Colombia, había brindado un acompañamiento consistente para apoyar la transición del poder en Guatemala, conforme a la voluntad popular expresada en las elecciones. "La situación electoral y postelectoral de Guatemala ha tenido un acompañamiento a través de múltiples y conocidas gestiones diplomáticas necesarias por parte de la Secretaría General," indicó, mencionando los esfuerzos diplomáticos, los informes de la CIDH y las más de ocho reuniones del Consejo Permanente. Estos esfuerzos, según el delegado, reflejaban un compromiso claro de la comunidad internacional para defender el proceso democrático en Guatemala, en consonancia con los instrumentos jurídicos de la OEA.

Sin embargo, a pesar de estas gestiones, el panorama seguía siendo preocupante. "Seguimos recibiendo evidencias concretas de la instrumentalización del derecho penal que socava la voluntad popular," afirmó, denunciando la manipulación del sistema judicial para debilitar el Estado de derecho y socavar los derechos políticos de los ciudadanos elegidos democráticamente. Según el delegado, la alteración del orden constitucional era innegable y exigía una respuesta decidida y oportuna por parte del Consejo.

El representante colombiano también recordó el llamado del presidente Gustavo Petro el primero de octubre, en el cual instaba a los gobiernos democráticos de las Américas a estar preparados para utilizar la Carta Democrática con el fin de evitar una nueva burla al mandato popular en el continente. Este recordatorio enfatizaba la urgencia de actuar con prontitud y determinación, dada la gravedad de la crisis.

Finalmente, hizo un llamado a los Estados miembros del Consejo a ser conscientes de lo "delicado de este tramo final del proceso de transición" y a calibrar adecuadamente la oportunidad de las decisiones en defensa de la voluntad democrática del pueblo guatemalteco. "Colombia permanecerá alerta para trabajar junto a otros Estados miembros en cualquier decisión urgente del Consejo Permanente que respalde la conclusión exitosa del proceso de transición el próximo 14 y 15 de enero," concluyó, subrayando que el único camino viable para preservar el Estado de derecho en Guatemala era asegurar que el proceso de transición se completara de manera pacífica y conforme a la voluntad popular.

La intervención del delegado de Colombia resonó en la sala con un sentido de urgencia y compromiso, recordando a todos los presentes que, en este momento crucial, el tiempo para actuar se estaba agotando y que el Consejo debía estar preparado para defender la democracia con firmeza.

La intervención de la embajadora de México, Luz Elena Baños, reflejó su extensa trayectoria en el ámbito diplomático, marcada por su compromiso con la defensa de la democracia y los principios del derecho internacional. Con una carrera que abarca más de tres décadas en el Servicio Exterior Mexicano y una vasta experiencia en asuntos multilaterales, Baños ha demostrado ser una defensora de la soberanía y la autodeterminación, principios que quedaron evidenciados en su intervención sobre la crisis en Guatemala. 

Formada en Relaciones Internacionales en la Universidad Nacional Autónoma de México, con maestrías en International Service por la American University y en Defensa y Seguridad Hemisférica por la Universidad del Salvador, la embajadora ha acumulado una amplia experiencia en temas de política exterior y cooperación internacional. Su paso por diversas embajadas y su papel como Representante Permanente de México ante la OEA desde 2019 le han proporcionado un enfoque mesurado y prudente, cualidades que quedaron patentes en su intervención.

Al recordar que "México sigue de cerca la situación, así como el proceso de transición presidencial de ese hermano país," la embajadora trazó una línea clara de continuidad en la postura mexicana, que siempre ha privilegiado el respeto a la soberanía de los Estados y el diálogo. Su llamado a evitar acciones que profundicen la crisis política, social y de gobernabilidad fue un reflejo de su enfoque moderado y diplomático, desarrollado a lo largo de su carrera. Además, su experiencia en promover la participación de la sociedad civil en la agenda multilateral la ha llevado a entender el papel crucial de las instituciones democráticas en la estabilidad regional, lo cual quedó implícito en su intervención al subrayar los riesgos que cualquier alteración del proceso electoral podría representar para el bienestar y los derechos de las personas.

La embajadora Baños, con su enfoque reservado, reafirmó el compromiso de México de mantenerse vigilante frente a los acontecimientos en Guatemala, haciendo un llamado a la comunidad internacional a seguir el camino del diálogo y la democracia. Su trayectoria y conocimiento profundo de la diplomacia multilateral no solo respaldaron la mesura de sus palabras, sino también la importancia de su mensaje, que abogó por una transición ordenada y respetuosa de la voluntad popular en Guatemala.

La intervención de la embajadora de Panamá, María del Carmen Roquebert, resonó con la experiencia acumulada a lo largo de su destacada trayectoria en temas de cooperación, derechos humanos y liderazgo político. Con una formación como abogada, egresada de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad de Panamá, y con una especialización en Derecho Laboral y Seguridad Social por la Universidad Complutense de Madrid, Roquebert ha demostrado un firme compromiso con el desarrollo social y la protección de los derechos fundamentales. Esta sólida base en el ámbito jurídico y su experiencia en cargos públicos clave, como Ministra de Desarrollo Social y coordinadora del Gabinete Social (2005-2009), donde impulsó programas de protección social y la creación de instituciones en favor de la mujer, la niñez y las personas con discapacidad, la han preparado para abordar de manera integral los desafíos en el ámbito diplomático.

Al expresar la preocupación de Panamá por la situación en Guatemala y las acciones que podrían afectar la toma de posesión del presidente electo Bernardo Arévalo, la embajadora Roquebert hizo uso de su conocimiento profundo en derechos humanos y gobernanza democrática. Con su experiencia previa en la creación de programas e instituciones destinadas a fortalecer la justicia social y la inclusión, subrayó la importancia de garantizar que el proceso de transición en Guatemala se desarrolle de acuerdo con la voluntad popular y en un entorno de paz. "Panamá, como Estado amante de la paz, respetuoso de los derechos humanos y con una profunda convicción democrática," afirmó, mostrando su firme apoyo a los principios de no intervención y la autodeterminación, mientras recordaba también las obligaciones de los Estados de proteger los derechos humanos a nivel internacional.

Su referencia al trabajo de la comisión de mediación, liderada por la ex vicepresidenta panameña Isabel de Saint Malo, no solo fue un reconocimiento a la labor de sus compatriotas en la mediación de conflictos, sino también una muestra de su convicción en el valor de la diplomacia preventiva y la cooperación internacional para la resolución de crisis. Esta postura refleja la trayectoria de Roquebert en promover políticas inclusivas y solidarias, ahora aplicadas en el contexto regional a través de su papel en la OEA.

La intervención de la embajadora, marcada por su mesura y compromiso con la paz, fue coherente con su historial de defensa de los derechos humanos y su convicción de que los procesos democráticos deben respetarse en su integridad. Sus palabras, respaldadas por una carrera dedicada al servicio público y la cooperación internacional, subrayaron que el destino democrático de Guatemala no es solo una cuestión de política interna, sino un asunto de interés para toda la comunidad regional comprometida con la democracia y el Estado de derecho.

Luego tomé la palabra. Desde el primer momento en que tomé la palabra como embajador de la República Dominicana, mi objetivo fue claro: cautivar, inspirar y recordar al Consejo Permanente la importancia trascendental de este momento para Guatemala y para nuestra región. La cita con la que abrí, "La democracia es un ideal por el cual estoy dispuesto a morir", de Nelson Mandela, no fue una elección al azar, sino un acto deliberado para evocar la fuerza de la lucha por la libertad y la justicia. En cada palabra, busqué entrelazar la historia de mi país con la situación en Guatemala, destacando que la democracia no es solo un ideal abstracto, sino un derecho que exige protección y defensa continua.

Inicié refiriéndome a la historia de la República Dominicana, donde la democracia ha sido tejida en el crisol del sacrificio. "Para nosotros los dominicanos, la democracia no es solo un término, es una vivencia entrelazada en el alma de nuestra nación, que buscando esperanza en un mar de incertidumbre, la forjó en el crisol del esfuerzo y el sacrificio." Esta frase tenía la intención de conectar profundamente con la historia guatemalteca, un país que, al igual que el nuestro, ha pasado por múltiples desafíos en su camino hacia la consolidación de la democracia. El uso de palabras como "crisol", "esperanza" e "incertidumbre" buscaba evocar imágenes de lucha y resistencia, recordándole a todos que el progreso que hemos alcanzado no se ha dado de manera gratuita, sino que ha sido conquistado con el esfuerzo tenaz de generaciones.

Subrayé que la "estabilidad y el progreso no son simples acompañantes de nuestra joven y vibrante democracia, sino frutos muy preciosos que emergieron de esa semilla cultivada con la perseverancia y la pasión de dominicanos tenaces, dignos y trabajadores." Este énfasis no solo pretendía reafirmar nuestro compromiso con la democracia, sino también elevar una advertencia implícita: los frutos de la democracia son frágiles y, si no se cuidan, pueden perderse rápidamente.

Al abordar la situación en Guatemala, no titubeé en señalar la gravedad de los acontecimientos. "El intento de desoír la voz del pueblo guatemalteco no puede ni debe tolerarse," proclamé, reforzando la idea de que los resultados de las elecciones deben ser respetados sin ambigüedad. "La democracia exige el respeto inquebrantable a los resultados electorales que hoy brillan con la claridad de la verdad, validados por observadores internacionales y sellados en las actas de la historia por miles de guatemaltecos y guatemaltecas." Quería que estas palabras resonaran en la sala, como un martillo que golpea el yunque, creando un eco que rebotara en la conciencia de cada representante, recordándoles que el verdadero poder en una democracia reside en la voluntad del pueblo.

Hice hincapié en las inquietudes que compartíamos muchos de nosotros sobre las perturbaciones en Guatemala, las cuales describí como "eventos que parecen socavar los cimientos mismos de la gobernabilidad." Mencioné la persecución selectiva y los intentos de limitar las capacidades del gobierno entrante, señalando que estos eran indicios de una crisis más profunda que requería la atención de la comunidad internacional. "Si todo esto no es un llamado al diálogo constructivo y a una reflexión profunda, no sabemos qué lo es," dije, utilizando un tono que buscaba generar urgencia y apelar a la conciencia colectiva.

A continuación, dirigí mi intervención hacia otro pilar fundamental de la democracia: la libertad de expresión y de prensa. "La libertad de expresión, del pensamiento y de la prensa libre son los pilares sobre los cuales se erige una democracia robusta," enfaticé, subrayando que una prensa libre no es un lujo sino una necesidad. Al mencionar "el embate ruin y cobarde de los 'net centers' en el ciberespacio," hice un llamado directo contra los intentos de manipular la información y acallar las voces críticas. Añadí con fuerza: "Es con la razón y el amor que conquistamos las mentes y los corazones, no con el odio y la irracionalidad." Estas palabras tenían la intención de despertar en el público no solo una reflexión sobre la situación en Guatemala, sino también un compromiso renovado con la verdad y la transparencia en todos nuestros países.

Al hablar de la soberanía, fui directo al grano. "La auténtica soberanía se mide no solo en el respeto a la libertad, sino también en la dignidad de cada ciudadano y en la justicia palpable en cada calle y en cada rincón de la vida," declaré, señalando que la soberanía no debe ser un pretexto para justificar la violación de derechos fundamentales. "Cuando los derechos fundamentales se oscurecen bajo la sombra de una interpretación distorsionada de la soberanía, nos convocamos a una responsabilidad colectiva," continué, invitando a los presentes a reconocer que la defensa de la democracia y los derechos humanos trasciende fronteras y políticas.

No me contenté con ser simplemente un orador; me propuse ser un convocador, un activador de conciencias. "Nos encontramos aquí hoy no como países divididos por ideologías, sino como guardianes de los principios que cimientan nuestras sociedades libres," proclamé, subrayando que la responsabilidad de defender la democracia en Guatemala no recaía solo en los guatemaltecos, sino en todos los que apreciamos y defendemos la libertad.

En la parte más emotiva de mi intervención, dirigí mis palabras al pueblo guatemalteco. "Desde las tierras soleadas de la República Dominicana extendemos un abrazo fraterno de solidaridad hacia Guatemala," comencé, utilizando un tono cálido y cercano para transmitir un sentimiento de apoyo genuino. Comparé la situación en Guatemala con un "temporal adverso," una tormenta que atravesaban, pero de la cual podrían salir fortalecidos. "Nunca olviden que no están solos y que todo pasa, que todo pasa," expresé con un tono tranquilizador, buscando insuflar ánimo y esperanza en un momento tan oscuro.

La metáfora del "lienzo inmaculado" surgió entonces como una visión poderosa de lo que Guatemala podría alcanzar. "Hoy, Guatemala se encuentra ante un lienzo inmaculado, listo para ser adornado con los colores de un futuro por definirse. Cada guatemalteco sostiene en sus manos un pincel impregnado de sueños y posibilidades." La imagen que creé pretendía inspirar no solo a los guatemaltecos presentes, sino a todos los que escuchaban, recordándoles que el futuro está en sus manos, y que cada trazo puede contribuir a crear un destino más justo y luminoso.

Concluí con una advertencia clara y una invitación esperanzadora. "No permitan que las sombras del pesimismo eclipsen el amanecer. No dejen que unos pocos roben la esperanza de muchos." Quería dejar una marca, un recordatorio de que la historia la construyen aquellos que se niegan a aceptar la injusticia. "Guatemala lleva en su interior, como una semilla en la oscuridad de la tierra, la fuerza para florecer." Estas palabras eran tanto un reconocimiento del potencial del pueblo guatemalteco como un llamado a todos los presentes para que apoyaran ese florecimiento.

Mi intervención buscaba no solo ser una declaración diplomática, sino un acto de solidaridad activa, un compromiso con la democracia y la libertad. La voz de la República Dominicana en ese Consejo fue un clamor por la justicia y una defensa inquebrantable de los valores que nos unen como naciones libres y soberanas.


La intervención de los observadores en la sesión del Consejo Permanente tuvo un enfoque coherente y articulado, con cada país mostrando un respaldo firme hacia la legitimidad del proceso electoral en Guatemala y subrayando la preocupación ante las acciones que amenazaban la estabilidad democrática.

El representante de la Unión Europea abrió la ronda de intervenciones con un tono serio y determinante. "La Unión Europea permanece profundamente preocupada por los intentos de socavar el proceso electoral de Guatemala a través de acciones legales y procesales selectivas y arbitrarias," comenzó, subrayando que estas maniobras no solo ponían en riesgo la transición de poder, sino también la estabilidad del sistema democrático en el país. La observación electoral realizada por la UE había concluido que las elecciones no presentaron ningún indicio de fraude, un hecho que la delegación quiso recalcar para deslegitimar cualquier intento de cuestionar la integridad del proceso.

La advertencia fue contundente: "Las acciones para revertir el resultado legítimo de las elecciones e instrumentalizar las instituciones judiciales y procedimentales para socavar la democracia y el Estado de derecho inevitablemente tendrán repercusiones." El énfasis en la palabra "repercusiones" se utilizó estratégicamente para señalar las posibles consecuencias en las relaciones entre la UE y las autoridades guatemaltecas si continuaban las interferencias.

El embajador Simone Turquetta, de Italia, expresó el apoyo de su país a la posición manifestada por la Unión Europea y reafirmó la legitimidad del proceso electoral, describiendo las elecciones del 20 de agosto como "transparentes, participativas y democráticas." "Reiteramos nuestro apoyo al trabajo de facilitación de la OEA," continuó, subrayando la importancia de la colaboración constructiva en el traspaso de poderes. Italia subrayó que el traspaso debía producirse en "el interés exclusivo de las instituciones democráticas, del Estado de derecho y del pueblo guatemalteco," poniendo de relieve que cualquier intento de desviar el curso de la transición iría en detrimento de estos valores fundamentales.


Antoine Michon, por Francia, mostró una preocupación profunda ante los procedimientos judiciales dirigidos contra el presidente electo y su vicepresidenta. "Estas medidas parecen formar parte de una verdadera campaña de reversión electoral contra el entorno del presidente electo," manifestó, destacando que el retiro de inmunidad a los magistrados electorales constituía una señal alarmante. El delegado francés hizo un llamado claro a las autoridades guatemaltecas para que respeten la voluntad del pueblo expresada en las urnas, y reiteró su apoyo al proceso de acompañamiento liderado por la OEA.

La delegada de Portugal, alineándose con las preocupaciones expresadas por la Unión Europea, reafirmó la necesidad de que las instituciones guatemaltecas respeten los resultados de un proceso electoral "considerado por la comunidad internacional como justo y libre." Con su intervención, Portugal hizo eco de los llamados anteriores a evitar cualquier acción que pudiera desvirtuar la voluntad popular, subrayando la importancia de una transición pacífica y ordenada.


Finalmente, la embajadora de España, Doña Carmen Montón, elogió el papel desempeñado por la OEA, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el propio Consejo Permanente en la salvaguarda de la democracia en Guatemala. "La OEA, en su conjunto, está desempeñando un papel insustituible en el acompañamiento de la transición con infatigables esfuerzos," afirmó, mostrando un respaldo claro a la organización. Sin embargo, España también expresó su preocupación por la judicialización injustificada y las dificultades en la transición, advirtiendo que la presión internacional debía ser crucial para "limitar los excesos de fiscales, jueces y congresistas que persiguen al presidente electo Arévalo y su partido."

España dejó claro su respaldo al presidente electo, asegurando que durante su mandato contaría con el apoyo incondicional del gobierno español, lo cual reforzó la percepción de un compromiso sostenido por parte de la comunidad internacional para garantizar una transición democrática en Guatemala.

El embajador Ronald Sanders, con la sobriedad y la autoridad que caracteriza a su rol como presidente del Consejo Permanente, cerró la sesión de manera precisa y reflexiva, dando un resumen contundente de las preocupaciones expresadas durante las intervenciones. "El tema predominante en las presentaciones de los 12 Estados miembros es una profunda preocupación por la continua erosión de la democracia y los intentos de algunos actores en Guatemala de comprometer los principios de la democracia representativa," subrayó Sanders, resaltando el consenso evidente entre los representantes que tomaron la palabra. 

El tono de alarma era perceptible en sus palabras, al señalar los esfuerzos que se perciben desde la fiscalía general y el Ministerio Público, con el apoyo de algunos actores políticos, por impedir que el presidente electo Bernardo Arévalo y la vicepresidenta electa Karin Herrera asuman sus funciones el 14 de enero. Sanders dejó claro que, aunque los desafíos eran serios, la comunidad internacional, representada en la sala, continuaba apoyando firmemente la voluntad del pueblo guatemalteco expresada en las elecciones.

"Esperemos que, mediante ese proceso, si Guatemala actúa respetando la ley, pueda restaurar el respeto por el estado de derecho ante los ojos de los Estados de esta organización," expresó con firmeza, enfatizando la importancia de que las autoridades guatemaltecas comprendieran y actuaran conforme al mensaje enviado por las delegaciones. La alusión al "respeto por el estado de derecho" no fue casual, sino una llamada directa a las autoridades guatemaltecas para que volvieran al camino de la institucionalidad democrática, evitando así mayores confrontaciones.

Sanders también informó sobre el proyecto de resolución propuesto por la delegación de los Estados Unidos, un elemento clave que se había discutido durante la sesión, y confirmó que dicho proyecto se distribuiría a todas las delegaciones al finalizar el día. Además, anunció que la presidencia consultaría con las delegaciones para fijar una fecha adecuada para considerar el proyecto, siguiendo el reglamento. Este anuncio no fue solo un trámite administrativo, sino un recordatorio de que la OEA seguiría vigilante y activa en los próximos días, marcando un camino hacia una acción potencial más contundente si la situación en Guatemala continuaba deteriorándose.

Al cerrar, el embajador Sanders expresó su agradecimiento tanto al secretario general Almagro, por su informe y esfuerzos en Guatemala, como al canciller Búcaro por dirigirse al Consejo, aunque dejando claro que las percepciones de la situación por parte del gobierno guatemalteco no habían encontrado eco en la mayoría de las intervenciones.

La reunión quedó oficialmente levantada, pero el mensaje permanecía latente: la comunidad internacional no miraría hacia otro lado, y la OEA, con todas sus voces y consensos, seguiría apoyando el camino hacia una transición pacífica y democrática en Guatemala. El cierre formal de Sanders no fue un simple protocolo, sino una reafirmación de un compromiso inquebrantable con los principios democráticos que habían sido la esencia de las discusiones.






Good afternoon, colleagues. Now I have the honor to declare open the special meeting of the Permanent Council pursuant to Article 14 of the Statutes of the Permanent Council and Article 37 of its Rules of Procedure. The meeting was convened at the request of the prominent representatives of the Dominican Republic, Chile, Costa Rica, the United States of America, and Uruguay, as contained in document CP/13423, to consider recent developments impacting democratic governance and the rule of law in Guatemala.

Now, colleagues, in accordance with Article 43 of the Rules of Procedure of the Permanent Council, we will proceed to adopt the order of business for this meeting as set out in document CP/733. I assume that this is acceptable, and seeing no objections, we will proceed to the order of business.

We now proceed to the second item on the order of business, which is to consider the recent impact on governance and the rule of law in Guatemala.

Gracias, señor presidente, y tomando como referencia el último informe del 15 de noviembre de 2023, la judicialización de la política en Guatemala sigue siendo una constante inexplicable que afecta la transición que deberá conducir indefectiblemente al presidente electo Bernardo Arévalo y a la vicepresidenta electa Karina Herrera a tomar posesión de sus cargos el próximo 14 de enero de 2024.

El presidente electo y su compañera de fórmula presidencial, Karina Herrera, siguen enfrentando una carrera de obstáculos marcada por decisiones judiciales que atentan contra el mandato amplio que les otorgó la ciudadanía guatemalteca en las elecciones presidenciales del presente año. Las decisiones judiciales se interponen ante lo que fue el compromiso público del presidente Alejandro Giammattei de respetar el traspaso del poder el 14 de enero de 2024 a la fórmula presidencial electa.

Acontecimientos recientes impactan la gobernabilidad democrática y el Estado de derecho en Guatemala en el marco del proceso de transición 2023-2024. El Ministerio Público sigue empeñado en traer casos del pasado para afectar la transición política, tal es el caso de las supuestas anomalías en el proceso de creación del partido Movimiento Semilla del presidente electo Bernardo Arévalo. En el caso más reciente, el denominado caso "Toma de la USAC," el pasado 16 de noviembre de 2023, el Ministerio Público anunció los pedidos de antejuicio para el retiro de la inmunidad contra el binomio presidencial electo.

El fiscal Saúl Sánchez, jefe de la Fiscalía de Delitos contra el Patrimonio Cultural, dijo que ambos estaban involucrados en una supuesta asociación ilícita detrás de la toma de la Universidad de San Carlos, una protesta que se inició el 27 de abril de 2022 y se extendió hasta junio de 2023. El 16 de noviembre también fue el día en que el Ministerio Público capturó a la activista y excandidata a diputada por el partido Movimiento Semilla, Marcela Blanco, al estudiante Javier León, al sociólogo Eduardo Velázquez, al decano de la Facultad de Veterinaria de la USAC, Rodolfo Chang, al profesor de la Facultad de Ingeniería de la USAC, Alfredo Beber, y al sindicalista y trabajador de la USAC, Martín Jorge Macario. Todos fueron señalados por depredación del patrimonio cultural, usurpación, sedición y asociación ilícita, este último delito contenido en la ley contra la delincuencia organizada.

Hubo 27 órdenes de captura y 31 acciones judiciales. Posteriormente, y después de tres días de audiencia, el juez Víctor Cruz aceptó solo dos de los cuatro delitos y ligó a proceso a los seis detenidos por depredación del patrimonio cultural y usurpación, dándole al Ministerio Público seis meses para investigar y otorgando arresto domiciliario a los sindicados bajo una caución económica. Con el mismo expediente, el Ministerio Público presentó antejuicios contra el binomio electo de Bernardo Arévalo y Karina Herrera con la intención manifiesta de evitar que tomen posesión de sus cargos.

El caso del Tribunal Supremo Electoral cabe recordar que el 31 de octubre de 2023 el Tribunal Supremo Electoral concluyó el período del proceso electoral, declarando oficialmente que los resultados de las elecciones del 25 de junio y el 20 de agosto de 2023 son definitivos e inalterables. Dos factores son significativos para salvaguardar el proceso de transición en Guatemala: esta conclusión del proceso electoral el 31 de octubre y la decisión de la Corte de Constitucionalidad del 7 de octubre de 2023, que estipula que, con el fin de garantizar la efectiva y oportuna toma de posesión y ejercicio de los cargos de los funcionarios que fueron elegidos por el sufragio universal en el presente año electoral, las autoridades, dentro del ámbito de sus funciones, realizarán todos los actos necesarios y pertinentes y se abstendrán de cualquier acción u omisión en contrario a fin de garantizar la efectiva inauguración del 14 de enero de 2024.

El pleno de magistrados de la Corte Suprema de Justicia resolvió el martes 7 de noviembre dar trámite al retiro de inmunidad que presentó el Ministerio Público contra los magistrados del Tribunal Supremo Electoral por supuestas anomalías en la adquisición del sistema de transmisión de resultados electorales preliminares. El Ministerio Público señaló la posible comisión del delito de abuso de autoridad, porque supuestamente, en su calidad de magistrados del TSE, abusaron de su cargo al haber suscrito el contrato administrativo del programa informático del TREP tanto al momento de la adjudicación como al momento de la suscripción del contrato, según un comunicado.

El miércoles 29 de noviembre, la Comisión Pesquisidora del Congreso de la República, con tres votos a favor y dos en contra, recomendó al pleno del Congreso retirar la inmunidad de cuatro magistrados titulares del TSE por la compra del TREP, cuyo costo fue de 48 millones de quetzales. Vale recordar que el presidente de esa comisión, el diputado Julio Enrique Montano Méndez, señaló públicamente que el proceso de antejuicio en contra de los magistrados del TSE generaba dudas y explicó que dichas acciones legales podrían tener la intención de que Bernardo Arévalo, presidente electo, no asuma su cargo el 14 de enero del 2024, como lo establece la Constitución Política de la República de Guatemala.

El pasado 30 de noviembre, al filo de la medianoche y luego de dos intentos, los diputados del Congreso de la República alcanzaron los 107 votos mínimos para retirar la inmunidad de los cuatro magistrados titulares del Tribunal Supremo Electoral, minutos antes de que finalizara el período ordinario de esa legislatura. 108 diputados votaron a favor de desaforar a Irma Palencia, Minor Franco, Ranulfo Rojas y Gabriel Aguilera, de esos votos el 62% corresponde a diputados que no fueron reelectos para la próxima legislatura. Posteriormente, se conoció públicamente que estos magistrados del TSE abandonaron el país y la presidenta actual del TSE, magistrada Blanca Alfaro, que fue amparada provisionalmente por la Corte de Constitucionalidad, sobrellevará su cargo.

La magistrada Blanca Alfaro aseguró a su vez que el TSE no podrá tomar decisiones con los suplentes ni tiene dinero para el pago de planillas. En relación al presupuesto general de ingresos y egresos de 2024, que aprobó el Congreso el pasado 30 de noviembre cerca de la medianoche, sectores y organizaciones han hecho un llamado al presidente Giammattei para vetar ese presupuesto. El presidente electo Bernardo Arévalo pronunció advertencias sobre que dicho presupuesto complicaría la ejecución de recursos en 2024, además de generar focos de corrupción. En un comunicado del 1 de diciembre de 2023, se dirigió al presidente Alejandro Giammattei, señalándole que le corresponde vetar el presupuesto para evidenciar su interés en un proceso de transición justo y transparente en beneficio del pueblo de Guatemala.

De igual manera, el Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF) se pronunció mediante un comunicado el 2 de diciembre, exhortando a corregir errores en el presupuesto aprobado. Por su parte, las autoridades ancestrales indicaron que en este momento tan apremiante para la historia del país dirigen una solicitud imperativa al presidente Alejandro Giammattei para vetar el presupuesto para 2024.

En cuanto al caso del vicepresidente Guillermo Castillo, a finales de junio de 2020, la Corte Suprema de Justicia admitió el trámite del antejuicio promovido en su contra por el abogado Nimr Israel Estévez González, coincidiendo con el antejuicio presentado contra los magistrados del Tribunal Supremo Electoral. La Comisión Pesquisidora del Congreso de la República, que conoce el antejuicio contra el vicepresidente Castillo, inició el martes 28 de noviembre las audiencias para escuchar a las partes involucradas. Sin embargo, el abogado que había señalado supuestas anomalías en el nombramiento realizado en la Secretaría Nacional de Administración de Bienes en Extinción de Dominio decidió retirar la denuncia. La Comisión Pesquisidora que analiza el proceso de antejuicio contra el vicepresidente Castillo reanudará sus actividades el próximo 9 de enero de 2024.

Respecto al traslado de información sectorial en el marco de la transición del gobierno 2023-2024, a partir del 4 de octubre de 2023, se iniciaron reuniones para el traslado de información sectorial, las cuales se celebraron en tiempo y forma con la mejor actitud de cooperación entre las partes. Las reuniones programadas en los 14 ministerios, secretarías y el Banco de Guatemala concluyeron su etapa correspondiente el pasado 27 de noviembre y son materia del informe de transición gubernamental, presidido por el presidente Alejandro Giammattei, que será entregado en un acto a realizarse el 6 de diciembre de 2023 en el Palacio Nacional de la Cultura de la ciudad de Guatemala.

Cabe resaltar que este proceso de traslado de información sectorial, dispuesto por el presidente Giammattei y preparado a nivel técnico por la Secretaría General de Planificación, se ha llevado de forma ordenada y con información pública permanente sobre los avances del mismo, siendo su metodología un modelo de referencia para futuros procesos de transición. En el nivel institucional, se destaca la participación de todos los ministros, viceministros, secretarios, subsecretarios y de otras instituciones descentralizadas y autónomas que también fueron parte de este proceso.

En palabras del coordinador de la Comisión Presidencial y Ministro de Trabajo, Rafael Rodríguez, durante la conferencia de prensa del 1 de diciembre, se destacó que los resultados han sido positivos y que se ha recibido retroalimentación favorable de las misiones enviadas por el secretario Almagro, además de agradecer al embajador Diego Paz por su participación activa en todas las reuniones de observación.

Las comisiones para el traslado de información sectorial en el marco de la transición de gobierno 2023-2024 han estado conformadas por la Comisión Presidencial para la Transición, coordinada por el Ministro de Trabajo Rafael Rodríguez; la Secretaría General de la Presidencia, María Consuelo Ramírez; la Secretaría Privada del Presidente, Giovanna Estrada; la Secretaría de Planificación y Programación de la Presidencia, Keila Gramajo; y el Secretario de Comunicación Social de la Presidencia, Kevin López. La Comisión de Gobierno Electo para la Transición, liderada por el presidente electo Bernardo Arévalo, está integrada por la doctora Karina Herrera como coordinadora, acompañada de José Carlos Sanabria, Jonathan Mencos, Juan Gerardo Guerrero, Cristian Espinoza, Abelardo Pinto, y los embajadores Carlos Ramiro Martínez y Eduardo Hernández, entre otros.

Las reuniones de la transición de gobierno 2023-2024 se han desarrollado de manera normal en todos los ministerios, comenzando el 10 de octubre y continuando ministerio por ministerio hasta las últimas realizadas del 24 al 27 de noviembre, incluyendo el Ministerio de Gobernación y el Ministerio de Relaciones Exteriores.

Cabe destacar que en este marco, las dos comisiones han coordinado lo relacionado con la ceremonia de transmisión de mando presidencial del señor Bernardo Arévalo, quien será investido como presidente constitucional de la República de Guatemala para el periodo 2024-2028, a realizarse el 14 de enero de 2024 en la ciudad de Guatemala. Las invitaciones respectivas están siendo enviadas a sus destinatarios por parte del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Las misiones de transición y mediación continuaron visitando Guatemala por invitación del gobierno guatemalteco. La Secretaría General de la OEA sigue con las visitas de sus misiones de transición y mediación para fortalecer y preservar el sistema democrático en Guatemala, según lo establecen los instrumentos de la Organización de Estados Americanos, como la Carta Democrática.

En este marco, el seguimiento de los acontecimientos anteriormente señalados, en especial relacionados con el caso de la "Toma de la USAC" del 17 al 24 de noviembre, se cumplió durante la pasada visita de estas misiones, conformadas por Isabel de Saint Malo, Lidia Anzaldi, Luis Rosadilla y Diego Paz, quienes atendieron varias reuniones con autoridades gubernamentales, miembros de la sociedad civil, el poder judicial, el Ministerio Público y otras partes interesadas, mediante una agenda amplia e inclusiva que incluía al propio ministro de Relaciones Exteriores. 

Tengo dos o tres páginas de reuniones que creo que ustedes agradecerán que las omita en este momento. Si existe interés, luego puedo obviamente hacer referencia a cada una de ellas. A partir de estas reuniones, la misión pudo constatar una vez más la voluntad que existe para apoyar el proceso de transición como el camino que conduzca a la posesión del presidente electo Bernardo Arévalo y la vicepresidenta electa Karina Herrera el 14 de enero de 2024.

Las cámaras empresariales representadas en el CACIF se expresaron mediante un comunicado el pasado 17 de noviembre, reiterando que el binomio electo integrado por Bernardo Arévalo y Karina Herrera debe asumir sus cargos el 14 de enero de 2024. En el día de hoy, el presidente Giammattei me reiteró nuevamente la voluntad de que así sea, de que el 14 de enero asuman sus cargos de presidente y vicepresidente Bernardo Arévalo y Karina Herrera.

El documento menciona que se espera que los órganos jurisdiccionales y autoridades respectivas realicen sus actuaciones apegadas a derecho y, de igual manera, ponderen en su correcta dimensión los hechos presentados ante ellos, afirmando que en cualquier investigación o acción desarrollada por entes competentes deben respetarse los principios y garantías constitucionales fundamentales, como el debido proceso y la presunción de inocencia, entre otros.

Las misiones recibieron la seguridad del presidente de la Corte de Constitucionalidad, magistrado Dr. Hugo Pérez Aguilera, de garantizar el cumplimiento estricto, en lo que corresponde a su competencia, sobre los asuntos relativos a la transición política en Guatemala que concluirá el próximo 14 de enero con la toma de posesión de sus cargos del presidente electo Bernardo Arévalo y la vicepresidenta Karina Herrera.

Por su parte, el Ministerio Público, en la reunión correspondiente, expresó a través de su secretario general Ángel Pineda que esa institución actúa de forma objetiva y se basa en garantizar una respuesta oportuna a las víctimas del delito, denunciantes y agraviados. Además, se hizo énfasis en que debe garantizarse la autonomía en el ejercicio de la acción penal.

Es fundamental que se garantice la autonomía, pero también el principio del mejor funcionamiento del Estado de derecho democrático. La protesta social, liderada por las autoridades ancestrales que se inició el pasado 2 de octubre en rechazo a las acciones de la fiscal general Consuelo Porras, el fiscal Rafael Curruchiche, la fiscal Cinthia Monterroso y el juez Freddy Orellana, que atentan contra la integridad del proceso electoral, se mantiene a la fecha, cumpliendo 64 días ininterrumpidos de presencia en los predios cercanos al Ministerio Público, pidiendo la renuncia de las autoridades mencionadas.

Cabe resaltar que en Guatemala existe una pluralidad de pueblos indígenas, y cada uno de estos pueblos tiene distintas formas propias de organización y autoridad. Es así como estas autoridades indígenas ancestrales han adelantado, entre otras, las siguientes acciones, que incluyeron aquellas que fueron expresadas en las reuniones que sostuvimos.

Como lo señalé en mi informe anterior, seguimos manifestando un especial reconocimiento a las comunidades indígenas ancestrales y a su protesta pacífica. Admiramos la madurez con la que los 48 cantones de Totonicapán y otras comunidades indígenas han gestionado las protestas pacíficas después de las elecciones, y el trabajo que se ha realizado al respecto ha sido encomiable. Los valientes esfuerzos de estos grupos indígenas y sus defensores comunitarios en defensa de la democracia son extraordinarios y merecen nuestro respeto por liderar esta lucha por el orden democrático y las instituciones democráticas en paz y orden.

Cuando lleguemos a la toma de posesión del presidente electo Bernardo Arévalo, los ciudadanos de Guatemala querrán más democracia. Todos los guatemaltecos tienen derecho a un tejido político integrado e incluyente. Apoyamos los esfuerzos encaminados a desarrollar medidas para fomentar la capacidad de dar cabida a la plena participación y representación de las comunidades indígenas en todos los poderes de la estructura gubernamental y en todos los sectores de la sociedad guatemalteca.

Como he venido subrayando, el marco de actuación política solamente puede ser la Constitución de la República. Siempre será muy importante la fortaleza de las acciones y decisiones de la Corte de Constitucionalidad en beneficio del país y de la democracia, en actuaciones donde debe primar la racionalidad jurídica y los principios del Estado de derecho, que garanticen siempre para el presidente electo Bernardo Arévalo y la vicepresidenta Karina Herrera que asumirán sus cargos el 14 de enero del 2024, sin que ningún obstáculo lo impida.

Resulta necesario, como ha sido expresado por la Corte de Constitucionalidad, que el Ministerio Público evalúe los ajustes necesarios en su ordenamiento interno para recuperar la confianza de la ciudadanía, luego de la crisis de credibilidad que enfrenta la coyuntura política actual. Para ello, es indispensable que en el ejercicio de sus facultades jurisdiccionales se apegue estrictamente al derecho, asegurando que existan las condiciones que garanticen el debido proceso y promuevan la confianza en las instituciones dentro del marco de la protección de la democracia.

Se debe continuar privilegiando el diálogo permanente a nivel del gobierno entrante y saliente, un diálogo inclusivo para tratar las causas y consecuencias de la coyuntura política actual, reconociendo que las motivaciones que han llevado a las expresiones de diversos actores sociales, a través de manifestaciones y protestas, tienen su génesis en las acciones del Ministerio Público, que han atentado directamente contra el proceso electoral y de transición política para el presidente electo Bernardo Arévalo y la vicepresidenta Karina Herrera.

El mensaje en estos momentos es continuar brindando seguridad a la ciudadanía sobre el compromiso de tratar los temas sustantivos que se desarrollarán en la agenda del gobierno a partir del 14 de enero. En ese sentido, reitero la importancia de la iniciativa que dirige el presidente electo Bernardo Arévalo desde el pasado 31 de octubre, con el lanzamiento de la Alianza Acción por la Democracia, que forma parte de un acuerdo entre autoridades indígenas ancestrales, empresarios y el gobierno electo para proteger la democracia.

El presidente electo ha demostrado que juntos priorizarán espacios de consenso para marcar el trabajo de su gobierno. Entre sus objetivos se incluye garantizar el respeto a los resultados electorales oficializados por el Tribunal Supremo Electoral y la toma de posesión de las autoridades electas el próximo 14 de enero de 2024. Los integrantes de este espacio, que continúa desarrollándose, valoran el diálogo como una herramienta esencial para llegar a acuerdos y lograr objetivos comunes.

Al respecto, me pronuncié el 1 de noviembre señalando que esta iniciativa contribuirá a la gobernabilidad presente y futura de Guatemala. Las misiones de la OEA continuarán dando seguimiento in situ a la coyuntura de la transición política en Guatemala hasta que el binomio del presidente electo Bernardo Arévalo y la vicepresidenta electa Karina Herrera asuman sus cargos el 14 de enero.





Called by several representatives, my plan was to have the representatives explain to the council why they have asked for this meeting and then to respect your right to speak. Now, if you insist on going first, I have no choice but for it.

Gracias, presidente. Guatemala no tiene en principio objeción a que se explique el motivo de este consejo extraordinario. Sin embargo, le rogaría que la segunda intervención después de esa explicación sea la del señor canciller de la República de Guatemala, quien para la ocasión rogaría a la secretaría que pueda distribuir, más bien presentar, el video.

Gracias.

And I can assure you that after the presentation is made by the requesting delegations, you will have the floor. So, on that basis, I give the floor to the United States.

Thank you, Mr. Chair. I'd like to take a few minutes, as one of the requesting member states, for this emergency session of the Permanent Council. Following last week's presentation by the Inter-American Commission on Human Rights, my delegation stated that any attempt to strip immunity from high-level officials directly involved in free and fair elections in Guatemala would open a Pandora's box. It was not long, Mr. Chair, that the government of Guatemala has, in a sense, opened that box, and now we enter a new and much more dangerous phase in the electoral transition process.

Authorities in Guatemala continue to escalate this crisis by taking actions of their own choice, often in defiance of the people and the will of the people, as well as in defiance of this body's declarations and resolutions. It has decided to raise the stakes for the entire region. Utter contempt for the will of the Guatemalan people has clearly been demonstrated.

Now, Mr. Chair, we have seen this movie before. History is replete with examples of countries charting a similar course, and the path forward is treacherous. If we, the Permanent Council, this body, fail to stand and raise our voices for Guatemala now, the impact will extend beyond just Guatemala. I have said often in these sessions that we've had on this issue that this is a test—a test for this organization. So, this represents a moment to defend democracy, Mr. Chair. If we don't do this together, we will fail together.

In contrast to the authorities in Guatemala, the Organization of American States, of which Guatemala is a member, has consistently demonstrated its commitment to a peaceful electoral transition, democracy, and the rule of law in Guatemala, again and again. In fact, colleagues, today marks the ninth time since June that this Permanent Council has discussed the troubling escalating situation in Guatemala. Just two weeks ago, we passed a resolution, and on November 29th, we all heard a disturbing report on the dismal state of democracy and human rights in Guatemala from the Inter-American Commission. A day later, Mr. Chair, the Guatemalan Congress, practically as we sat here discussing the resolution, under highly dubious circumstances, stripped the immunity of four Supreme Tribunal magistrates who have since fled the country.

Mr. Chair, in our resolution of November 15, we called on all branches of the Guatemalan government to cease its acts of intimidation against the electoral officials and the Movimiento Semilla party. We, this body, specifically called on the Public Ministry to stop its prevention of a peaceful transition. Regrettably, our repeated entreaties under the Inter-American Democratic Charter have been not partially ignored, but completely ignored.

Colleagues, Chapter 4 of the Inter-American Democratic Charter lays out a process to follow when the democratic order stands threatened in one of our fellow member states. The United States is in conversation with a broad number of delegations, proposing a new, more serious draft resolution, given the escalating attack on democracy during the transition process in Guatemala. With your concurrence, Mr. Chair, we will circulate that text following this meeting to all member states for consideration and negotiation. I’m sure we will engage in the next coming days, and we look forward to discussing this text with all of you.

During this time, let's remember: this organization remains a beacon of hope for the Guatemalan people. As responsible stewards of the Democratic Charter, we must press on to ensure their will—the will of the Guatemalan people—is carried out. Thank you very much, Mr. Chair.

Thank you very much, representative of the United States of America and the presenting countries that brought us for this council meeting.

Gracias, presidente. Como lo dije cuando usted hizo la consulta respecto al orden de la intervención del canciller de Guatemala, solicito a la secretaría que, por favor, reproduzca el video del canciller Mario Búcaro Flores. Gracias, presidente.

Señor presidente del Consejo Permanente, embajador Ronald Sanders, señor secretario general de la Organización de los Estados Americanos, doctor Luis Almagro, señor secretario general adjunto, embajador Néstor Méndez, señores y señoras representantes de los Estados miembros y observadores permanentes, sus excelencias, muy buenas tardes.

Participo en esta sesión por octava vez en nombre del gobierno de Guatemala. Deseo dejar constancia de la extrañeza y desacuerdo de mi delegación con la solicitud de esta sesión extraordinaria del Consejo Permanente, en la cual los proponentes señalan que el día 30 de noviembre, el Congreso de la República de Guatemala votó a favor de retirar la inmunidad de cuatro funcionarios del Tribunal Supremo Electoral. El gobierno de Guatemala expresa que el procedimiento que se llevó a cabo en el Congreso de la República responde a denuncias presentadas ante el Ministerio Público y a dos denuncias de la Contraloría General de Cuentas. El fundamento de las mismas es el resultado de haberse practicado una auditoría de carácter administrativo. Este procedimiento legal se encuentra previsto en el marco de las competencias que tienen las diferentes instituciones del Estado y recalco que no afecta el proceso electoral ni sus resultados.

Señor presidente, el proceso de transición presidencial entre el gobierno y los equipos designados por el presidente electo, con acompañamiento y la observación de la Organización de los Estados Americanos, continúa desarrollándose de manera pacífica y democrática, contrario a lo que se ha afirmado por los proponentes de esta sesión extraordinaria del Consejo Permanente. Como parte de ese proceso de transición, se instalaron 19 oficinas y se concretaron 73 reuniones sectoriales en más de 30 instituciones descentralizadas del gobierno, materializando así de manera efectiva el compromiso del presidente de la República, Dr. Alejandro Giammattei, para garantizar el proceso de transición 2023-2024, con la participación del equipo designado del gobierno electo. Se continúa con los preparativos de la transmisión de mando al Dr. Bernardo Arévalo de León y a la Dra. Karin Herrera, la cual se llevará a cabo el 14 de enero del año 2024. El Ministerio de Relaciones Exteriores, en este marco, ha enviado 71 invitaciones, incluyendo a jefes de Estado y de gobierno, para que asistan al acto de toma de posesión.

Señor presidente, a pedido del presidente Alejandro Giammattei, el próximo 6 de diciembre del año 2023, y con el acompañamiento del señor secretario general de la OEA, Dr. Luis Almagro, se realizará el acto protocolario en la ciudad de Guatemala, en el cual se hará entrega del informe final de transición, concluyendo así la tercera fase de la metodología prevista. Es debido destacar ante este consejo que el trabajo de la veeduría desarrollado por la OEA, por primera vez con una misión, lidera hoy el esfuerzo que estamos tomando en cuenta para que esta sea la transición más ordenada y segura de nuestra historia. El acompañamiento que hemos tenido de parte de la OEA en la transición ha permitido también que, con el apoyo de la misión de mediación, ambas puedan tener el apoyo necesario para poder traer paz y seguridad en el país.

Distinguidos delegados, Guatemala ha participado de manera transparente en todas las sesiones convocadas por el Consejo Permanente y ha expuesto su posición con respecto al orden constitucional guatemalteco, a la Carta de la OEA y a la Carta Democrática Interamericana. Mi país reitera entonces su apoyo a los trabajos de la misión de acompañamiento y observación del proceso de transición, liderado por el señor secretario general, así como de la misión de mediación, las cuales han sido instaladas por invitación del gobierno de Guatemala. Estas misiones continúan en curso y han sido oportunas en el contexto actual. Por todo lo expuesto, exhortamos nuevamente a los Estados miembros a conducirse teniendo siempre presente el trato respetuoso que debe mantenerse entre nuestras naciones, el respeto a su soberanía y la atención a los procesos propios de cada nación, y al principio de no intervención.

El gobierno de Guatemala deja constancia en este consejo de que no comparte el contexto en el cual se ha atendido la solicitud de convocatoria a esta sesión extraordinaria del Consejo Permanente, así como las afirmaciones vertidas por los solicitantes de la misma, quienes pretenden encuadrar dentro de la Carta Democrática Interamericana elementos que no son consecuentes con la condición de mi país. La sesión extraordinaria del Consejo Permanente de hoy resulta completamente improcedente, pues pretende hacer referencia a la Carta Democrática Americana para que el Consejo Permanente tome una acción inmediata a través de una apreciación colectiva sobre la situación que hoy existe en mi país y que se adopten por parte de este Consejo Permanente decisiones sobre mi país. Por lo tanto, Guatemala no está de acuerdo.

Muchas gracias.

Nuevamente, Guatemala desea agregar algo. Embajador presidente, una sola observación, y es que evidentemente, cuando usted se refirió a que se hiciera una presentación o una explicación de los motivos que fundamentan la solicitud para que se convocara este consejo, en ese momento no se tenía conocimiento de que se anunciaría un proyecto de resolución, lo cual el señor canciller de la República no tuvo conocimiento cuando grabó este video.

Como estado concernido, no fuimos parte de la elaboración de ese documento y dejo constancia.

El representante de los Estados Unidos indicó que han redactado una resolución que presentarán al Consejo Permanente, pero aún no lo han hecho, y ciertamente el presidente no ha recibido formalmente ninguna resolución de los países proponentes, aunque el embajador Mora ha dado aviso de que claramente tiene la intención de hacerlo. Permítanme decir que, si el embajador Mora y otros delegados presentan esa resolución, será distribuida a todos los Estados miembros de inmediato. Luego tendré consultas con el embajador Mora y otros sobre el proceso de consulta que sea posible sobre esa resolución antes de que acordemos mutuamente una fecha para la celebración de una reunión del Consejo Permanente para considerar cualquier resolución que surja de esas consultas.

Es claro que abro el piso a cualquier otro delegado.

Gracias, presidente, y disculpe que lo haga nuevamente. Es para agradecer la explicación que usted ha dado y que se observe el reglamento de esta organización para la consideración de documentos. Entiendo que fue un anuncio el que se hizo. Gracias.

El artículo primero de la Carta Democrática Interamericana señala que los pueblos de América tienen derecho a la democracia y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla. La pregunta que hoy nos marca la historia, presidente, es: ¿Qué vamos a hacer en esta sala quienes representamos a cada uno de los gobiernos de América para defender ese derecho que hoy, en nuestros países hermanos, está bajo tensión?

Vamos a los hechos y a lo que en esta misma sala hemos acordado. El hecho rotundo: el 20 de agosto de 2023, el pueblo de Guatemala ejerció la soberanía eligiendo con el 60.9% de los votos al binomio de Bernardo Arévalo y Karin Herrera como presidente y vicepresidente de Guatemala para el periodo 2024-2028. Once días después de eso, el 1 de septiembre, este consejo, por unanimidad de sus miembros, por todas las delegaciones, declaró lo siguiente:

"Preocupado, sin embargo, por las acciones postelectorales de actores políticos y fuerzas partidistas y por la continua judicialización del proceso y la práctica del Ministerio Público de intimidar a las autoridades electorales, así como la actuación de la Dirección General de Registro de Ciudadanos, que suspendió provisionalmente el registro de constitución del partido Movimiento Semilla en una interpretación que contradice los principios de la democracia representativa. Preocupado también por los persistentes informes sobre actos de intimidación contra miembros del Movimiento Semilla y sus familiares que derivaron en la emisión de medidas cautelares por parte de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos".

Todo esto, unánimemente, por parte de este consejo, llamando a que las instituciones del Estado de Guatemala, incluidas las legislativas, ejecutivas y judiciales, respeten y garanticen los derechos civiles y políticos del pueblo guatemalteco de conformidad con el derecho interno y sus compromisos bajo la Carta Democrática Interamericana en materia de separación de poderes, y que cumplan con la obligación de proteger los derechos civiles y políticos establecidos en el artículo 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, a fin de evitar interferencias en el proceso de transición presidencial.

Así de grande es lo que está en juego, presidente. Lo decíamos el 1 de septiembre cuando llamábamos a respetar y garantizar los derechos civiles y políticos del pueblo guatemalteco. ¿Qué ha pasado desde entonces? ¿Ha mejorado el respeto de los derechos civiles y políticos del pueblo guatemalteco? Los hechos que narraba recientemente el secretario en su informe muestran que, lamentablemente, no ha ocurrido. Solo por citar tres ejemplos: desde el 1 de septiembre, se ha allanado la sede del Tribunal Superior Electoral y se han decomisado las actas que contienen nada más ni nada menos que la voluntad soberana del pueblo de Guatemala. Un día después de la resolución que adoptamos, el Ministerio Público solicitó el retiro de inmunidad en contra del presidente electo y la vicepresidenta electa con el fin de judicializar sus expresiones en redes sociales sobre los eventos públicos referentes a las protestas en la universidad. Y hace pocos días, magistradas y magistrados del Tribunal Superior Electoral, quienes en su momento cumplieron su deber certificando la rotunda elección de Arévalo, han debido dejar el país ante el desafuero de medianoche por parte del legislativo.

Estos tres hechos

, y podríamos nombrar tantos otros, ocurrieron después de que, por unanimidad, este consejo declarara su preocupación por los derechos civiles y políticos del pueblo guatemalteco.

Volvamos a donde empezamos, presidente: la Carta Democrática. Porque la pregunta que nos toca responder ahora, en estos días, como representantes de nuestros gobiernos, es: ¿Qué vamos a hacer para que los pueblos de América tengan derecho a la democracia? ¿Y qué van a hacer nuestros gobiernos con la obligación de promoverla y defenderla?

Gracias.

Señor presidente, gracias. Buenas tardes a todos. Le agradecemos el reporte al señor secretario general, don Luis Almagro, sobre la situación en Guatemala. En nombre de la República de Costa Rica, deseo iniciar resaltando la alta importancia que compartimos todos los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, cuyo propósito fundamental, de acuerdo con su carta fundacional, es fomentar la paz y la seguridad en el continente, así como promover y consolidar la democracia.

Nuestra intervención se centra en los preocupantes acontecimientos que han tenido lugar en Guatemala recientemente y que, sin duda, amenazan la estabilidad democrática en la región, por lo que, en virtud de lo anterior, hemos decidido sumarnos al llamado de convocar la presente sesión extraordinaria del Consejo Permanente, junto con las delegaciones de Chile, Estados Unidos de América, Uruguay y la República Dominicana, para abordar la situación que se ha desencadenado en este hermano país. El retiro de la inmunidad a cuatro funcionarios del Tribunal Supremo Electoral guatemalteco ha encendido las alarmas de la comunidad internacional, y es pertinente que este Consejo Permanente se pronuncie al respecto.

Estos actos parecen contradecir los principios consagrados en la Carta Democrática Interamericana y representan un serio obstáculo para la gobernabilidad democrática y el Estado de derecho en Guatemala. El Congreso guatemalteco, al vulnerar la inmunidad de estos funcionarios, socava la voluntad del pueblo y estas acciones amenazan la integridad de los resultados de las elecciones presidenciales que se celebraron en primera ronda en el mes de junio y en la segunda ronda en agosto de 2023. Este accionar es una clara violación de los principios democráticos que todos nosotros, como Estados miembros de la OEA, nos hemos comprometido a proteger y promover.

Por ello, con base en lo establecido en la Carta Democrática Interamericana, solicitamos una acción inmediata de este Consejo Permanente. Como lo han comentado algunos de los representantes permanentes que han hablado antes de mi delegación, consideramos que es imperativo que se evalúe colectivamente la situación y que tomemos las decisiones necesarias para contribuir a preservar y consolidar el sistema democrático en Guatemala. La continuidad de actos contrarios a la legalidad que socavan la transferencia pacífica y democrática de poderes es inaceptable y debe detenerse de una vez por todas.

En este momento, debemos actuar de manera colectiva, conforme a los principios e instrumentos que ya existen a nuestro haber en defensa de la democracia, la paz y la estabilidad en nuestra región. Muchas gracias, señor presidente.

Primero, nos gustaría agradecer a las delegaciones de Chile, Costa Rica, la República Dominicana, Uruguay y Estados Unidos por haber convocado esta sesión extraordinaria, aunque lamentamos profundamente la razón para la convocatoria. Nos reunimos nuevamente a la luz de la deterioración desafortunada e inquietante del Estado de derecho en Guatemala. Uno se pregunta cómo hemos llegado a este punto de inflexión en tan poco tiempo.

Durante las dos vueltas de elecciones de 2023 en Guatemala, la Misión de Observación Electoral de la OEA y la Misión de Observación Electoral de la Unión Europea concluyeron que las elecciones habían sido libres y justas. Canadá apoya las conclusiones claras de la misión, según las cuales no se observó absolutamente ninguna fraude durante ambas vueltas. Lo que vimos fue, más bien, el inmenso compromiso del pueblo con la democracia y su deseo manifiesto de cambio.

En los últimos meses, el creciente desespero de intereses oscuros, que temen perder su inmunidad de facto, se ha traducido en ataques continuos contra el proceso electoral, el presidente electo Bernardo Arévalo, su equipo y las instituciones democráticas. Hemos sido testigos de acusaciones falsas y de injerencias inconstitucionales en el proceso electoral. También hemos observado una interpretación abusiva de la ley con fines de persecución política, un desprecio flagrante por las personas y la libertad de expresión.

Canadá sigue condenando estas acciones, que, según todos los informes, son antidemocráticas y están encabezadas por el Ministerio Público y, según muchos, por otros intereses corruptos en Guatemala. Son inaceptables y violan directamente la Carta Interamericana de Derechos Humanos, a la cual Guatemala se ha comprometido. Estas acciones ponen en peligro la oportunidad de un futuro mejor para Guatemala, un futuro en el que podríamos ver más comercio internacional, inversión y desarrollo. También amenazan con empañar la reputación de Guatemala en el escenario internacional.

El gobierno guatemalteco tiene la responsabilidad de alzarse contra esta campaña de amenazas liderada por la misma institución que se supone debe proteger los derechos de todos los ciudadanos guatemaltecos. Permanecer en silencio sería equivalente a aprobarlo. El pueblo de Guatemala merece algo mejor de sus funcionarios electos, ya que valientemente se pronunciaron en las elecciones del verano pasado para que su voluntad democrática fuera expresada y escuchada.

Nosotros, la comunidad internacional, tenemos la responsabilidad de apoyarlos en su lucha por la democracia. Su elección debe ser respetada, y el presidente electo debe ser permitido tomar posesión libre de cualquier esfuerzo adicional por socavar su posición, su partido o el proceso democrático que lo llevó a la victoria. En los últimos meses, la Secretaría de la OEA ha advertido que las decisiones del Ministerio Público constituyen acciones de naturaleza política que distorsionan el proceso electoral. Por lo tanto, estas acciones son absolutamente inapropiadas e inaceptables para un sistema político democrático.

A invitación del Estado de Guatemala, la OEA ha desplegado dos misiones para apoyar el proceso de transición. El mes pasado, la misión de mediación de la OEA advirtió contra cualquier amenaza a la integridad del proceso electoral, sus resultados y la transición. Instó a todos los actores a llegar a acuerdos para proteger las instituciones democráticas en Guatemala.

Como advertencia temprana para la comunidad internacional, la Comisión Internacional de Derechos Humanos incluyó a Guatemala en el capítulo 4B de sus informes anuales de 2021 y 2022. Esta inclusión es un resultado directo de la erosión del sistema de control y equilibrio de las instituciones en el Estado, cuyos efectos vemos hoy. El 29 de noviembre, en este mismo consejo, la comisión expresó su preocupación por la criminalización de la protesta social por parte del Ministerio Público, en una forma contraria a los estándares interamericanos. Denunció la persistente demostración de un ejercicio abusivo del poder y una falta de independencia en el ejercicio de la acción penal, instrumentalizada con fines políticos.

A la luz de estos informes, los miembros de la OEA han tomado posición a través de una serie de reuniones del Consejo Permanente. El 15 de noviembre, el consejo aprobó una resolución que llamó a todas las instituciones del Estado de Guatemala, incluida la Oficina del Ministerio Público, a cesar o prevenir cualquier acción de intimidación contra los funcionarios electorales, el partido Movimiento Semilla y aquellos que han sido elegidos. Poco después, como si fuera un desafío directo a este consejo, la Oficina del Ministerio Público llevó a cabo varias redadas y anunció órdenes de arresto contra líderes universitarios y otras personas que participaron en movilizaciones estudiantiles y la ocupación de la Universidad de San Carlos. Estas acciones fueron seguidas por una solicitud de retiro de inmunidad contra los diputados del partido Movimiento Semilla, así como contra el presidente electo y la vicepresidenta electa.

La semana pasada, vimos, nuevamente según todos los informes, lo que parecía ser una clara colusión entre actores corruptos y miembros del Congreso para acelerar la aprobación de un presupuesto que socava aún más la capacidad del próximo gobierno para gobernar y cumplir con el pueblo guatemalteco, además de la eliminación de la inmunidad de los miembros del Tribunal Supremo Electoral.

Señor presidente, a pesar de las repetidas discusiones en este consejo, la adopción de declaraciones y resoluciones que buscaban un enfoque progresivo para apoyar la transición democrática, los actores en Guatemala han continuado manipulando el orden constitucional para socavar los genuinos principios democráticos de gobernanza. Esta es nuestra principal y fundamental preocupación. Canadá continuará trabajando con las delegaciones aquí presentes.


Uruguay: Bueno, gracias presidente. Lo que nos está pasando, creo advertir con el capítulo Guatemala, es, yo le llamaría, la acumulación de circunstancias, de acontecimientos, de momentos en donde parto de la premisa de que estamos todos procurando contribuir, todos procurando contribuir con un arranque el 14 de enero a las 14 horas de manera efectiva.

No es menor lo que el secretario general refirió hace pocos minutos de su conversación con el presidente Arévalo; es un dato interesante. Es un dato interesante también la misión del secretario general que en las próximas horas o días va a estar en curso, tampoco es menor eso. Lo que pasa es que, desde la mirada que tenemos, es una mirada inquietante. O sea, yo tengo la carpeta de las siete sesiones, resoluciones, proyectos de declaración; decía bien el ministro de Relaciones Exteriores de Guatemala, lleva ocho sesiones con nosotros. Eso está reflejando algo, ¿verdad? Eso está reflejando un grado de inquietud, de preocupación. Vamos a calificarlo de la manera más suave, de cierta anomalía.

Cuando en el último Consejo Permanente algunos de nosotros hicimos referencia a que podía estar pasando lo que luego sucedió con los miembros del Tribunal Supremo Electoral, bueno, fue lo que pasó, ¿no? Digo, los magistrados desvestidos se tuvieron que ir del país, me explico, se tuvieron que ir del país porque luego el Ministerio Público selecciona eventualmente un juez, y el juez puede actuar y los priva de libertad. Eso es objetivo, eso es un problema y eso nos preocupa. Nos preocupa cuando los ministerios públicos se desbordan e ingresan en un protagonismo que afecta el funcionamiento del Estado de derecho, distorsionando la separación de poderes. Y no lo digo yo, que soy un pequeño mortal, lo dice el presidente Arévalo, a quien tenemos que oír.

En Twitter, hace muy pocas horas o días, habla de que en la medianoche irrumpió de forma opaca, en las tinieblas, pisoteando la dignidad de la nación, afectando los pesos y contrapesos de la democracia, concepto este que claramente viene inspirado en Montesquieu, "El espíritu de las leyes", etcétera. Y ahí está el lío, ahí está el lío. El lío está en cuando los poderes, unos a otros, tienen como una especie de sobreactuación.

A ver, ¿por qué el presidente Arévalo está tan preocupado y se manifiesta como se manifiesta? ¿Y por qué el canciller nos suministra una dosis de tranquilidad? ¿A quién le tenemos que creer más, pregunto? Y la verdad es que no tengo la respuesta. Más bien la tengo, pero me la callo. Y por eso estamos preocupados, presidente, y por eso estamos reunidos acá por sexta, séptima, octava vez. Vendrá el informe del secretario general la semana que viene y nos reuniremos por novena vez. Y ojalá no tengamos que seguir avanzando en el territorio de la Carta Democrática. La verdad es que no creo que haya nadie que tenga interés en este cuerpo en seguir avanzando incitando sobre normas que eventualmente pueden aplicarse.

La verdad que no, pero también digo algo sustantivo: el 14 de enero a las 14 horas, un presidente no puede ingresar sitiado. No puede ingresar un presidente con 23 diputados de 160 y con la tribuna en contra. No. A ver, por estas horas estoy mirando "La Prensa Libre", y yo ayer vi las manifestaciones que se hacían en materia de autoridades ancestrales convocando una marcha para exponer una serie de peticiones. Hay un comunicado del presidente Arévalo, que todos lo pueden leer, que se queja de manera explícita sobre el presupuesto que va a tener el propio ejercicio gubernamental. Bueno, no lo digo yo, ahí se queja justamente del formato, la plataforma, los recursos y lo inquiere al presidente Giammattei, y le solicita al presidente Giammattei una acción. Está allí expreso, cuestión de leerlo.

A ver, ¿estamos delante de un contencioso? Pues sí, estamos delante de un contencioso. Estamos delante de un contencioso que nos concierne. ¿Cómo no nos va a concernir si acá todos queremos lo mejor para Guatemala? Queremos una democracia efectiva en Guatemala, queremos que la separación de poderes funcione en Guatemala, queremos que la calidad democrática funcione en Guatemala, queremos que Guatemala sea lo que todos aspiramos que sea. Porque, cuidado, en los nuevos tiempos, donde se decoloran las calidades democráticas, ya no es como en el pasado, que era una cosa tan nítida. Muchas veces, estas oscuridades irrumpen de manera no santa, van gradualmente perforando el sistema y, bueno, lo voy a decir, lo van complicando. Alguien podría decir que lo van pervirtiendo. Yo digo que lo van complicando.

Entonces, en defensa de esos valores sacros que nos movilizan, decía muy bien el embajador Mora, hay una escalada, hay una escalada que estamos visualizando. Si la escalada no es nuestra, entonces, entonces, para ser concretos, hagamos lo que tenemos que hacer. Esperemos el informe de la Secretaría General, esperemos los próximos días qué es lo que pasa y veamos qué es lo que corresponde hacer para ayudar, para contribuir, para seguir sosteniendo la democracia en Guatemala.

Honduras: Presidente, el gobierno de nuestra presidenta Xiomara Castro tiene por principio la no injerencia, la no intervención y respeto a la soberanía. Por ello no podría señalar al gobierno de Guatemala, pero sí les invitaría a verse en el espejo de Honduras. Una crisis similar se asemejó en el 2009, en junio del 2009, culminando en un golpe de Estado contra el presidente constitucional José Manuel Zelaya Rosales. ¿Qué pasó con ello? Eso no solo afectaría al pueblo de Guatemala, la posible violencia que se puede desatar, las muertes, etcétera, sino que también a los países vecinos.

Pero esto va más allá. El paso obligatorio de México, que ha sufrido en estos últimos años la crisis migratoria de otros países, también llega hasta la frontera sur. ¿Qué pasa? Pero no solo en la frontera sur, sino que después, en la frontera sur de Estados Unidos mismo, hay una crisis migratoria que ya no se puede ocultar. ¿Qué sucede en Texas, por ejemplo, o en Nueva York, donde como medida desesperada el alcalde Eric Adams viajó a Sudamérica casi a suplicar que no migraran, que no hay cupo, que no hay albergues?

El gobierno de la presidenta Xiomara Castro, que no ha cumplido dos años, ha sido y es víctima de todo tipo de ataques. ¿Por qué? Porque viene de un partido no tradicional. Antes, solo eran dos partidos que se repartían, como se dice en Honduras, el pastel. Y puede ser que eso esté ocurriendo en Guatemala, que, al haber un partido alternativo que gana, temen los que antes tenían todo para taparse unos a otros, seguir la corrupción, seguir la violación de los derechos humanos.

Aunque el gobierno de Honduras tiene más de 30 presos por narcotráfico en Estados Unidos, la mayoría miembros del Partido Nacional, no se acaba con ello el narcotráfico. No se acaba con ello la estructura criminal porque ellos tienen sus lugartenientes. Desde que llegó la presidenta Xiomara Castro, empezaron el mismo día a boicotear, ahora conspiran. Quieren venir a mentir a la OEA, al Departamento de Estado, al Congreso, a la ONU, a mentir. ¿Por qué? Porque lo que buscan, y por eso se dan los golpes o los intentos de golpe, es porque, si llega un gobierno de otro estilo que busque lo mejor para su pueblo, ellos temen. ¿Y por qué temen? Porque han sido corruptos, porque han violado derechos humanos, y después vienen a llamar persecución política a lo que solamente es una ejecución del delito.

Albergamos la esperanza de que el presidente electo Bernardo Arévalo y la vicepresidenta Karin Herrera asumirán el 14 de enero del 2024 de manera pacífica, ordenada y democrática los cargos que por voluntad abrumadora del pueblo guatemalteco ostentan. Todo sea por el bien de Guatemala, por el bien de la región, por el bien prácticamente de nuestro continente. No debemos olvidar dos ejemplos recientes, como el caso de Ecuador, la transición que tuvo el ganador Noboa hace poco en Argentina. El derrotado aceptó casi de inmediato que estaba derrotado, y este 10 de diciembre se hará la transición de manera pacífica. Yo creo que ese es otro buen espejo para que Guatemala no vaya por el camino del deterioro, del cual no se sale fácilmente.

Tenemos dos años de gobierno en Honduras y no es fácil, no es fácil resarcir todo el daño hecho. Y ellos, a pesar de todo, vienen a mentir cuando dicen que los fiscales no tienen potestad. Claro que sí la tienen, solo hay que contemplar el artículo 207 y 208 de la Constitución de Honduras. Por tanto, Guatemala, apéguese a su Constitución, porque se dice que, cuando un presidente como Arévalo ganó con esa mayoría abrumadora, lo que hay que hacer es darle el paso al ganador. Y solamente. Muchas gracias.

Bolivia: Gracias, señor presidente. La delegación del Estado Plurinacional de Bolivia agradece la convocatoria de este nuevo Consejo Permanente sobre la situación de Guatemala y ratifica su profunda preocupación por los nuevos hechos de acoso y hostigamiento, esta vez contra autoridades electorales en Guatemala, lo que se suma a una cadena aparentemente interminable de actos destinados a impedir, entorpecer y menoscabar la legítima asunción de mando por parte del presidente electo de este país, Bernardo Arévalo, y la vicepresidenta Karin Herrera.

Señor presidente, Bolivia es un país con una profunda presencia de indígenas en nuestro tejido social, y en esa condición queremos hacer referencia a que los pueblos indígenas de Guatemala, acompañados de sus autoridades ancestrales, el día de hoy están realizando una marcha masiva para protestar por las acciones antidemocráticas que pretenden socavar la voluntad del pueblo expresada en las elecciones del pasado 20 de agosto, cuyos resultados fueron oficializados por el Tribunal Supremo Electoral de este país hermano. Entre sus varios reclamos, les preocupa a nuestros hermanos indígenas de Guatemala el hecho de que la Cámara de Diputados, con mayoría oficialista, haya votado a favor del retiro de la inmunidad de los cuatro magistrados del Tribunal Supremo Electoral para ser procesados por supuesta corrupción en una causa paralela a la que lleva la fiscalía contra el presidente electo, Bernardo Arévalo, lo que ha elevado la incertidumbre política de este país hermano.

Señor presidente, nos preocupa profundamente que esta acción pudiese derivar en un atropello premeditado para evitar la asunción del mando por parte del presidente electo y también la posibilidad de que se estén sentando las bases para un golpe de Estado más adelante. Como se ha mencionado en este Consejo Permanente, las maniobras antidemocráticas de la fiscalía guatemalteca han sido observadas y criticadas por este Consejo en anteriores sesiones. Fueron ellos quienes solicitaron al Congreso quitar la inmunidad de los magistrados y también allanaron varias veces las oficinas del Tribunal Supremo Electoral en un ostensible afán desestabilizador de la clara e inequívoca victoria del presidente Arévalo y de su vicepresidenta por la voluntad del pueblo de Guatemala.

Señor presidente, ante esta situación, tenemos a bien dejar sentado ante este Consejo Permanente, como Estado Plurinacional de Bolivia, lo siguiente: 

Primero, mi gobierno manifiesta su solidaridad con los pueblos indígenas de Guatemala, que en conferencia de prensa este sábado 2 de diciembre se pronunciaron por la situación política que vive su país, indicando que están en asamblea permanente y que continuarán en resistencia ancestral.

Segundo, manifestamos nuestro más absoluto rechazo al levantamiento de las inmunidades de los miembros del Tribunal Supremo Electoral de Guatemala. Identificamos esta acción como un nuevo acto de intimidación contra autoridades que participaron y avalaron el legítimo y legal proceso electoral del cual salió ganador el actual presidente electo, Bernardo Arévalo. Concretamente, identificamos estas acciones como actos encubiertos para alterar y perturbar la legítima transmisión de mando y el futuro gobierno del presidente Arévalo.

Tercero, reiteramos nuestra preocupación ya expresada en el anterior Consejo Permanente sobre el riesgo y la temeridad de la suspensión de la personería jurídica del Movimiento Semilla. Como dijimos en esa oportunidad, los partidos políticos son instituciones fundamentales, personas jurídicas de derecho público interno por las cuales fluye y funciona el sistema de gobierno. En este sentido, para que un gobierno funcione adecuadamente, necesita el respaldo de la organización política que lo avaló; de lo contrario, se estarían sembrando las bases para afectar y muy posiblemente destruir un gobierno legítimo, forjado en las urnas por una amplia mayoría popular.

Finalmente, señor presidente, y considerando que las gestiones de la misión de observación electoral desplegada en Guatemala y las gestiones de la Secretaría General no han logrado detener estos actos ostensiblemente conspirativos en contra de la voluntad popular, sin desmerecer estas gestiones, Bolivia propone que, de persistir las mismas, se plantee la conformación de una comisión especial de este Consejo Permanente para que, en una visita in situ, autorizada por supuesto por el gobierno de Guatemala, interponga sus buenos oficios en nombre de los países que conformamos la Organización de los Estados Americanos, a fin de garantizar una adecuada y pacífica transición de mando y el establecimiento necesario para las garantías del futuro gobierno y la preservación plena de la democracia, la institucionalidad republicana y el Estado de derecho en este país. Todo, por supuesto, dentro de la vocación de conciliación y del principio de no intervención establecido en la Carta Constitutiva de la OEA y, por supuesto, la Carta Democrática Interamericana.

Señor presidente, muchísimas gracias.

Argentina: Muchas gracias, presidente. En un primer momento había pensado leer la definición del diccionario de la Real Academia Española de la palabra "cinismo", pero luego opté por tener una expresión más moderada. Y sinceramente, pocas veces he visto, hemos visto en este Consejo, una diferencia tan abismal entre los dichos por las autoridades de un país respecto de la verdad y respecto de las cosas que verdaderamente acontecen. Porque si no fuera así, no hubiéramos tenido necesidad de hacer siete u ocho Consejos Permanentes sobre una misma situación. Esto se produce porque hay una distancia entre las declaraciones políticas y el desarrollo de los acontecimientos. Por eso se me había ocurrido leer la definición del diccionario.

Punto número dos. Me parece que hay que acompañar las gestiones de este Consejo Permanente y de esta organización con un llamado a las Naciones Unidas, a otras organizaciones internacionales y a líderes democráticos de la región para que acompañen en el mismo sentido el proceso de legitimidad del nuevo presidente de Guatemala.

Y número tres, indagar si hay respaldo en el reglamento de este Consejo para hacer una invitación al presidente que va a asumir el 14 de enero a una sesión protocolar. Ver si hay antecedentes, si hay algún artículo del reglamento que lo respalde, que creo que sí, para darle justamente el trato de presidente, que es lo que se merece y lo que realmente es.

Gracias, presidente.


Colombia: Muchas gracias, señor presidente. Quisiéramos comenzar recordando cómo el pasado primero de septiembre, en este Consejo, el señor secretario general lanzó una alerta consistente con la Carta Democrática, que para Colombia sintetizaba el sentimiento general de la sala cuando expresaba que, y abro comillas: "El éxito de la democracia en Guatemala depende claramente de que el presidente electo Bernardo Arévalo asuma el poder el próximo 14 de enero. Cualquier otra opción no es de recibo. Los compromisos asumidos en este sentido son fundamentales, y cualquier otra opción, subrayo aquí, significará una alteración del orden constitucional". Cierro comillas.

Tres meses después, nos encontramos ante un cúmulo de hechos que han empeorado el escenario para la democracia en la hermana nación. Estos incluyen la solicitud de retiro de la inmunidad del binomio presidencial, la suspensión del partido Semilla, el exilio de tres de los magistrados del Tribunal Supremo Electoral tras las recientes acusaciones penales y la inquietante sombra que se pretende arrojar sobre el respeto al resultado de las elecciones.

La comunidad internacional, incluyendo a la OEA y desde luego a Colombia, no ha permanecido indiferente con el propósito de apoyar una transición del poder consecuente con la voluntad popular soberana. La situación electoral y postelectoral de Guatemala ha tenido un acompañamiento a través de múltiples y conocidas gestiones diplomáticas necesarias por parte de la Secretaría General, de los informes de la CIDH, y no menos de ocho reuniones del Consejo Permanente para apreciar colectivamente la situación y brindar la mejor respuesta posible, todo ello según los compromisos asumidos por Guatemala y los demás Estados miembros a partir de la Carta de la OEA, la Convención Americana de Derechos Humanos y la Carta Democrática Interamericana.

No obstante, como lo escuchamos en la sesión de la semana pasada, pese a todos estos esfuerzos y al acompañamiento brindado, seguimos recibiendo evidencias concretas de la instrumentalización del derecho penal que socava la voluntad popular, los derechos políticos de los ciudadanos democráticamente elegidos y debilita el Estado de derecho. Hoy no subsisten dudas ni sobre la grave afectación del orden democrático que supone socavar la voluntad popular soberana expresada en elecciones limpias, lo cual es una clara alteración del orden constitucional, ni dudas tampoco sobre los mecanismos acordados en la Carta de la OEA y la Carta Democrática Interamericana para estas situaciones.

Al respecto, cabe recordar que el presidente Petro hizo un llamado el pasado primero de octubre a todos los gobiernos democráticos de las Américas a estar listos para responder, alistando el uso de la Carta Democrática para evitar en el territorio americano una burla más al mandato popular. En este contexto, los Estados miembros de este Consejo debemos ser especialmente conscientes de lo delicado de este tramo final del proceso de transición, para calibrar no ya la conveniencia sino la oportunidad de las decisiones en defensa de la voluntad democrática del pueblo de Guatemala, de tal manera que no lamentemos posteriormente el no haber actuado a tiempo.

Colombia permanecerá alerta para trabajar junto a otros Estados miembros en cualquier decisión urgente del Consejo Permanente que respalde la conclusión exitosa del proceso de transición el próximo 14 y 15 de enero como única opción consistente con la vigencia del Estado de derecho en Guatemala y en la región.

Muchas gracias, señor presidente.


México: Muchas gracias, señor presidente. México sigue de cerca la situación, así como el proceso de transición presidencial de ese hermano país, que deberá culminar el 14 de enero de 2024, cuando Bernardo Arévalo asuma la presidencia. Hemos tomado debida nota de las intervenciones del secretario general y del canciller de Guatemala. Todo intento de afectar este proceso, así como la voluntad popular expresada en las urnas, es un riesgo para el Estado de derecho, la democracia y la estabilidad en la región, que podría tener efectos directos en el bienestar de las personas y en el pleno goce de sus derechos.

México, respetuoso siempre de la soberanía de los Estados y de la autodeterminación de los pueblos, ha hecho un llamado a todas las partes a evitar acciones que puedan profundizar una crisis política, social y de gobernabilidad, y a caminar la senda democrática y de diálogo determinada por la voluntad del pueblo guatemalteco en las elecciones del 20 de agosto de 2023. México seguirá atento al desarrollo de la situación en Guatemala.

Gracias, señor presidente.


Panamá: Muchas gracias, señor presidente. Esta delegación ha tomado debida nota de la presentación realizada por el secretario general Almagro y el canciller Búcaro. La República de Panamá se suma a las voces de inquietud expresadas en este Consejo Permanente por la evolución de la situación en Guatemala y las acciones de algunos de los poderes del Estado que conciernen al presidente electo Bernardo Arévalo y a la vicepresidenta electa Karin Herrera.

En este contexto, primero es preciso reiterar el respeto irrestricto de Panamá al principio de no intervención en los asuntos internos de otras naciones, el cual estamos convencidos debe ser uno de los elementos que enmarquen todas las consideraciones que se hagan en este Consejo Permanente sobre situaciones en alguno de sus Estados, tal como se establece en el artículo 19 de la Carta de la OEA. Dicho esto, resulta también importante resaltar las obligaciones de un Estado hacia la comunidad internacional, cuya protección y defensa por su naturaleza conciernen a todos los Estados, particularmente al tratarse de derechos humanos.

En esta línea, Panamá se mantiene en observancia y acompañamiento del proceso de transición presidencial de Guatemala, haciendo votos para que el mismo mantenga el compromiso expresado y el curso esperado, culminando con la toma de posesión del presidente electo Bernardo Arévalo el próximo 14 de enero, cumpliendo así la voluntad del pueblo guatemalteco reflejada en las urnas el pasado 20 de agosto.

Panamá, como Estado amante de la paz, respetuoso de los derechos humanos y con una profunda convicción democrática, reitera su compromiso con el fortalecimiento de las instituciones democráticas y las normas de gobernanza democrática del sistema interamericano. Es importante reconocer que este cuerpo colectivo ha sido muy proactivo dentro de las normas vigentes de la organización. Reconocemos el trabajo de la comisión de mediación, de la cual participa la ex vicepresidenta y ex canciller de Panamá, Isabel de Saint Malo. Como se ha expresado en todas las intervenciones, hemos recibido en diversas sesiones los informes del secretario general y del canciller, por lo que nuestra delegación continuará atenta para contribuir como punto de encuentro para que ocurra lo que debe ocurrir el próximo 14 de enero de 2024: que tome posesión el presidente electo Bernardo Arévalo en una situación de paz.

Muchas gracias.


Dominicana:  Muchas gracias, señor presidente, distinguidos representantes de los estados miembros y observadores, señor secretario general, señor secretario general adjunto, amigos y amigas todos. La democracia es un ideal por el cual estoy dispuesto a morir. Esta frase inmortal de Nelson Mandela no son meras palabras, son un eco de la lucha eterna por la libertad y la dignidad humana. Para nosotros los dominicanos de hoy, la democracia no es solo un término, es una vivencia entrelazada en el alma de nuestra nación, que buscando esperanza en un mar de incertidumbre, la forjó en el crisol del esfuerzo y el sacrificio. Ese aliento impulsa nuestro desarrollo social y económico. Así, en la República Dominicana hemos aprendido que la estabilidad y el progreso no son simples acompañantes de nuestra joven y vibrante democracia, sino frutos muy preciosos que emergieron de esa semilla cultivada con la perseverancia y la pasión de dominicanos tenaces, dignos y trabajadores.

Los dominicanos no olvidamos que en los momentos más críticos siempre hemos tenido y sentido la fuerza de la solidaridad de muchos de ustedes aquí. Y por eso estamos aquí hoy. Nosotros, estimados y estimadas colegas, hoy volvemos nuestros ojos hacia Guatemala y elevamos nuestra voz no solo en preocupación sino también con la esperanza de que la madurez y la responsabilidad iluminen el camino. Reafirmamos con firmeza que el intento de desoír la voz del pueblo guatemalteco no puede ni debe tolerarse. La democracia exige el respeto inquebrantable a los resultados electorales que hoy brillan con la claridad de la verdad, validados por observadores internacionales y sellados en las actas de la historia por miles de guatemaltecos y guatemaltecas.

El urgimiento de oscurecer esa realidad con manipulaciones o distorsiones nos llena de inquietud. Además, miramos con preocupación eventos en Guatemala que parecen socavar los cimientos mismos de la gobernabilidad. La persecución selectiva y los intentos de restringir desde ya a la administración entrante generan una preocupación que resuena más allá de sus fronteras. Si todo esto no es un llamado al diálogo constructivo y a una reflexión profunda, no sabemos qué lo es.

Otro asunto de interés es la libertad de expresión, del pensamiento y de la prensa libre. Ellos son los pilares sobre los cuales se erige una democracia robusta. Una prensa libre no es un lujo sino una necesidad para una democracia saludable. Observamos con una mezcla de preocupación y desconcierto los intentos de silenciar voces disidentes y el embate ruin y cobarde de los "net centers" en el ciberespacio. A propósito, hago un paréntesis para recordar una verdad universal: es con la razón y el amor que conquistamos las mentes y los corazones, no es a través del odio y la irracionalidad, sino con comprensión y compasión que forjamos caminos hacia la unidad y el entendimiento. En cada palabra y cada gesto busquemos inspirar, no dividir; abrazar, no rechazar, porque es en el terreno del respeto y la empatía donde florecen las más genuinas conexiones humanas.

La última de nuestras preocupaciones que queremos plantear hoy es lo relativo a la transición presidencial. Guatemala, bajo la mirada atenta del mundo, se halla en la encrucijada de definir su futuro. Tiene la oportunidad de demostrar compromiso y escribir un nuevo capítulo impregnado de la dignidad de su pueblo. Señor presidente, estimados colegas, permítanme en este momento crucial hablar sobre lo que verdaderamente define la soberanía, que no es una palabra vacía, sino el eco de la voluntad del pueblo resonando en cada voto depositado, en cada sueño anhelado, en cada voz que se eleva para definir el rumbo de una nación. La auténtica soberanía se mide no solo en el respeto a la libertad, sino también en la dignidad de cada ciudadano y en la justicia palpable en cada calle y en cada rincón de la vida.

Ahora bien, cuando los derechos fundamentales se oscurecen bajo la sombra de una interpretación distorsionada de la soberanía, nos convocamos a una responsabilidad colectiva. No somos meros observadores de la historia, somos forjadores de ella. Esta responsabilidad nos une a todos, trascendiendo fronteras y políticas, tejiendo un lazo que abarca a toda esta comunidad internacional. Nos encontramos aquí hoy no como países divididos por ideologías, sino como guardianes de los principios que cimientan nuestras sociedades libres. Ante su erosión, el silencio es cómplice, pero el diálogo emerge como el faro que guía hacia un futuro más promisorio.

La soberanía en su esencia más pura no es un velo para ocultar injusticias, sino un estandarte que ondea alto, celebrando y honrando los valores que nos unen como una sola humanidad, según el tono, color y matiz que nuestras individualidades le den. Hoy, la voz de la comunidad internacional no es un murmullo, sino un clamor claro y firme. No venimos a imponer, sino a respaldar, a apoyar la incansable búsqueda de libertad y democracia de los pueblos de América.

Señor presidente, en estos tiempos desafiantes miramos hacia Guatemala con esa mezcla de preocupación y esperanza a la que hice referencia al principio. Desde las tierras soleadas de la República Dominicana extendemos un abrazo fraterno de solidaridad hacia Guatemala. Reconocemos las turbulentas olas que enfrentan, navegando por mares de división en estos días y noches oscuras, con vientos de incertidumbre, nubes de dudas y relámpagos de agitación. Ustedes no se merecen eso.

Para finalizar, insuflar un poco de optimismo en la espesura de ese temporal tan adverso. Nunca olviden que no están solos y que todo pasa, que todo pasa. Nosotros, sus hermanos y hermanas de América, estamos con ustedes, compartiendo cada suspiro y esperanza. Sus angustias son nuestras angustias, sus anhelos son nuestros anhelos. Además, sabemos que en la paleta vibrante de la cultura maya, cada color cuenta una historia, cada tono es un reflejo de la vida y cada matiz es un canto al cosmos. Hoy, Guatemala se encuentra ante un lienzo inmaculado, listo para ser adornado con los colores de un futuro por definirse. Cada guatemalteco sostiene en sus manos un pincel impregnado de sueños y posibilidades; cada trazo, desde el más tímido hasta el más audaz, aportado por la juventud vibrante, las comunidades indígenas, sus pueblos ancestrales, los profesionales, los académicos, los sabios y las del sector productivo, se suma a la creación de una obra maestra colectiva. Me refiero a una mañana donde la justicia y la paz irradien con el fulgor del sol de una tarde de verano.

Concluyo con una invitación a Guatemala: no permitan que las sombras del pesimismo eclipsen el amanecer. No dejen que unos pocos roben la esperanza de muchos. No abandonen el camino hacia el destino que, con esfuerzo, sabiduría y valores democráticos, ustedes pueden y deben alcanzar. Guatemala lleva en su interior, como una semilla en la oscuridad de la tierra, la fuerza para florecer. Ojalá puedan regarla con unidad y fértil optimismo. Solo así brotará la luz de un futuro luminoso de oportunidades y cambio, honrando el legado de sus ancestros mayas y enriqueciendo el tapiz de nuestra América.

Muchas gracias, señor presidente.

Thank you very much, Ambassador. And now I give the floor to the representative. I think it is the European Union. It simply says permanent observer. It is the European Union, you have the floor.

Thank you, Chair. Your Excellency, Sir Ronald Sanders, Secretary General, Assistant Secretary General, ambassadors, permanent observers. The European Union remains deeply concerned by the attempts to undermine Guatemala's electoral process through selective and arbitrary legal and procedural actions. These actions not only risk jeopardizing an orderly transition of power to the new government, but also Guatemala's overall democratic system and stability.

The EU election observation mission highlighted in its final report that there was no fraud in the elections and underlined the extensive judicialization and abuse of legal proceedings by the Office of the Chief Prosecutor. We therefore reiterate our call on all Guatemalan institutions to respect the integrity of the election results that the Supreme Electoral Tribunal certified and to halt any action that could endanger a peaceful transition process, acting in line with their responsibilities as enshrined in the Guatemalan constitution, respecting the fundamental principle of the separation of powers and the will of the Guatemalan people as expressed at the ballot.

Further actions to overturn the legitimate outcome of the elections and the instrumentalization of judicial and procedural institutions to undermine democracy and the rule of law would inevitably have repercussions. This is the key word: repercussions on the relations between the European Union and the authorities that are allowing this to happen.

The EU, as a longstanding partner of Guatemala, remains committed to inclusive and sustainable development in the country, prioritizing the promotion of democratic governance and the rule of law. We look forward to cooperating with President-elect Arévalo when he takes office in January.

Thank you very much.


Italia: Gracias, señor presidente. Italia quiere sumar su voz a este debate expresando, ante todo, su apoyo a la declaración pronunciada por la delegación de la Unión Europea. También quiero reiterar la posición de mi país para confirmar que el proceso electoral que condujo a la elección de Bernardo Arévalo a la presidencia de la República de Guatemala el pasado 20 de agosto se celebró de forma transparente, participativa y democrática, y que sus resultados incontrovertibles fueron certificados por el Tribunal Supremo Electoral de Guatemala, por las misiones de observación electoral de la OEA y de la Unión Europea.

Reiteramos nuestro apoyo al trabajo de facilitación de la OEA y confiamos en que el proceso de traspaso de poderes del presidente saliente, Giammattei, al presidente entrante, Arévalo, pueda llevarse a cabo el 14 de enero de 2024, en un espíritu de colaboración constructiva, en el interés exclusivo de las instituciones democráticas, del Estado de derecho y del pueblo guatemalteco.

Muchas gracias.


Francia:  Gracias, señor presidente, estimados colegas. He seguido con atención los acontecimientos post-electorales en Guatemala y expresamos nuevamente nuestra profunda preocupación ante los procedimientos judiciales que ahora se dirigen contra el presidente electo y la vicepresidenta electa. La implementación de estas acciones podría representar graves amenazas para el proceso de transición, el Estado de derecho y la democracia en Guatemala.

Por otra parte, la decisión del congreso de retirar la inmunidad de los magistrados electorales también constituye un motivo de preocupación. Estas medidas parecen formar parte de una verdadera campaña de reversión electoral contra el entorno del presidente electo.

Hemos apoyado la misión de observación electoral de la Unión Europea, que concluyó que las elecciones fueron regulares, cuyos resultados fueron proclamados por el Tribunal Supremo Electoral. Por ello, hacemos un llamado hoy a todas las autoridades guatemaltecas para que respeten la voluntad expresada por el pueblo durante la elección presidencial de 2023. El presidente electo y su vicepresidenta deben asumir sus funciones el próximo 14 de enero.

Queremos saludar la labor de este Consejo Permanente y del Secretario General Luis Almagro, y reiteramos nuestro pleno apoyo en la continuidad del acompañamiento del proceso de transición.

Portugal: Gracias, señor presidente. Portugal desea sumar su voz a las preocupaciones expresadas por la representante de la Unión Europea. Manifestamos nuestra profunda preocupación por las tentativas de cuestionar los resultados de un proceso electoral que fue considerado por la Unión Europea, la OEA y la comunidad internacional como justo y libre. Reiteramos nuestro llamado a las instituciones guatemaltecas para que respeten los resultados electorales y se abstengan de cualquier acción que pueda desvirtuar la voluntad expresada por el voto popular.

Portugal continuará acompañando de cerca los desarrollos en Guatemala, esperando que estos culminen en una transición pacífica del poder el próximo 14 de enero.

España: Gracias, señor presidente. Buenas tardes. El informe del secretario general Almagro nos traslada el análisis y escalada de nuevos acontecimientos que aumentan la preocupación que sentimos. Apoyando los puntos expresados por la representación de la Unión Europea, deseo, en primer lugar, agradecer la labor de la Secretaría General a través de las distintas misiones desarrolladas e informes, la labor de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la labor de este Consejo Permanente con el objetivo de salvaguardar la democracia en Guatemala.

La OEA, en su conjunto, está desempeñando un papel insustituible en el acompañamiento de la transición con infatigables esfuerzos que quiero reconocer públicamente. Compartimos plenamente con ustedes las preocupaciones sobre la situación de la institucionalidad democrática y de los derechos humanos en Guatemala. La presión internacional es crucial para que las instituciones respeten la voluntad de la ciudadanía y para tratar de limitar los excesos de fiscales, jueces y congresistas que persiguen al presidente electo Arévalo y su partido, Movimiento Semilla.

Estamos viendo con preocupación cómo se está dificultando enormemente la transición gubernamental a través de una judicialización injustificada. Es por ello que el pasado 28 de noviembre en la Unión Europea se inició un debate que podría derivar en la toma de medidas sancionadoras contra las personas que están interfiriendo en el proceso político, violando derechos civiles y políticos en Guatemala.

Es imperativo que se respete el resultado de las elecciones, que el presidente electo asuma sus funciones sin interferencias y pueda ejercer su mandato, y que igualmente las diputadas y diputados electos puedan ejercer su labor legislativa. También es importante que se respeten otros derechos fundamentales, como los de expresión y manifestación. El gobierno de España exhorta a las instituciones a respetar la voluntad popular expresada en unas elecciones plenamente democráticas, limpias y transparentes, avaladas por las misiones de observación electoral de la OEA y de la Unión Europea, cuyos resultados reflejan la voluntad del pueblo guatemalteco.

Como he venido manifestando, el presidente electo Bernardo Arévalo cuenta con el pleno apoyo de España, tanto en el período de transición como lo tendrá durante su mandato para la aplicación de su programa reformista de gobierno. Concluyo con un reconocimiento al pueblo guatemalteco que está demostrando ser el principal garante de la democracia en su país, a pesar del clima de extrema polarización en el que se desarrolló el proceso electoral y se está dando el de transición.

Gracias.


Presidente: Gracias. Ahora que veo que no hay más solicitudes para el uso de la palabra, permítanme señalar que 13 Estados miembros, incluyendo Guatemala, hablaron en esta reunión del Consejo Permanente hoy. El tema predominante en las presentaciones de los 12 Estados miembros es una profunda preocupación por la continua erosión de la democracia y los intentos de algunos actores en Guatemala de comprometer los principios de la democracia representativa en ese país. 

El sentido de alarma es palpable, ya que se perciben esfuerzos, particularmente por parte de la fiscal general y el ministerio público, así como algunos actores políticos, para impedir que el presidente electo y la vicepresidenta electa asuman el cargo el 14 de enero. 

En medio de esto, las delegaciones que hablaron aquí continúan instando a todas las partes en Guatemala a actuar de acuerdo con la voluntad del electorado guatemalteco y a garantizar que los representantes que eligieron asuman sus funciones como deberían.

Esperemos que, mediante ese proceso, si Guatemala actúa respetando la ley, pueda restaurar el respeto por el estado de derecho ante los ojos de los Estados de esta organización. El mensaje enviado por las delegaciones que hablaron es muy claro y esperamos que sea escuchado, entendido y, francamente, llevado a cabo por las autoridades en Guatemala.

Ahora, colegas, la delegación de los Estados Unidos de América ha indicado anteriormente que desea presentar un proyecto de resolución sobre Guatemala para la consideración de este consejo. Puedo informarles ahora que ese proyecto de resolución ha sido recibido formalmente...
Aquí está la transcripción del texto proporcionado por la presidencia y será distribuido a todas las delegaciones al final del día de hoy. La presidencia también se compromete a consultar con la delegación de los Estados Unidos y con cualquier otra delegación que pueda solicitar una reunión del Consejo Permanente para considerar dicho proyecto de resolución, con el fin de fijar una fecha apropiada que brinde a todos los Estados miembros la oportunidad de estudiar y consultar el proyecto, de acuerdo con el artículo 58 del reglamento.

Espero que este proceso sea precedido por un proceso de consultas amplias. Queremos agradecer al secretario general por el informe que nos dio hoy y continuamos deseándole éxito en sus esfuerzos en Guatemala, los cuales reanudará durante el transcurso de esta semana.

También agradecemos al ministro de Relaciones Exteriores por tomarse el tiempo y el esfuerzo de venir a dirigirse a nosotros hoy sobre la situación en Guatemala, tal como su gobierno la percibe.

No habiendo más solicitudes para el uso de la palabra, creo que hemos concluido el orden del día de esta reunión especial. Las intervenciones de hoy se registrarán en las actas de la reunión como un registro permanente. Les agradezco a todos por su participación. Esta reunión queda ahora levantada.
